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ACTA Nº09-05

Sesión celebrada el 24 de Febrero de 2005.

Sesión ordinaria Nº 09-05 celebrada por la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica, a las diecisiete horas cuarenta minutos del día 24 de febrero del año dos mil cinco y ratificada en las oficinas centrales en Zapote, con la asistencia de los siguientes directivos:

Lic.   Gilberto Corella Quesada

Presidente 

Lic.   Alejandro López Mc Adam   

Vicepresidente 
MSc.   Grettel Ortiz Alvarez


Secretaria

Licda. Rocío Cerdas Quesada


Tesorera 

Lic.   Ramiro Salvador Arauz Montero 
Prosecretario
Lic.   Miguel Román Díaz 
   

Vocal II

Licda. Cruz María Calvo Cuadra 

Vocal III

Lic.
  José Daniel Alvarado Bonilla 
Vocal IV   

Lic.   Wilfred Arce Salas 

     Vocal V 

Licda. Sonia María Arias Gutiérrez 
Fiscal

AUSENTES CON JUSTIFICACIÓN

MSc.   Iván Salas Leitón
 


Vocal I

FUNCIONARIOS ASISTENTES:

Lic. José Luis Meneses Rímola   Director Ejecutivo

Licda. Seidy Azofeifa Aguirre   Secretaria de Actas 

Lic. Gerardo Jiménez

   Fiscalía


Lic. Antonio Lacayo


   Fiscalía

Lic. Gary Hernández


   Fiscalía

Sr. Elías Castro 


   Fiscalía 

ARTICULO 1) Comprobación de quórum e inicio de sesión
El señor Presidente, Lic. Gilberto Corella Quesada, comprobado el quórum de ley, da inicio a la sesión ordinaria Nº 09-05, con la presencia de los siguientes señores directivos:

Lic.   Alejandro López Mc Adam   

Vicepresidente 
MSc.   Grettel Ortiz Alvarez


Secretaria

Lic.   Miguel Román Díaz 
   

Vocal II

Licda. Cruz María Calvo Cuadra 

Vocal III

Lic.   Wilfred Arce Salas 

     Vocal V 

Licda. Sonia María Arias Gutiérrez 
Fiscal

ARTICULO 2) APROBACIÓN AGENDA DE PRESIDENCIA
El señor Presidente somete a consideración de los señores directivos el siguiente orden del día:

1.-  Comprobación de quórum e inicio de sesión

2.-  Aprobación Agenda Presidencia

3.-  Lectura y aprobación del acta 

4.-  Correspondencia

5.-  Asuntos de Fiscalía 
6.-  CENA

7.- Informes de los señores directivos

8.- Informes del Director Ejecutivo

ARTICULO 3) LECTURA Y APROBACIÓN DEL ACTA
Se da lectura del acta Nº 08-05 celebrada el 17 de febrero del 2005.

3.1. El Lic. Miguel Román Díaz expresa que con relación al acuerdo Nº4.5. con relación a la visita del prof. Juan Antonio García Amado, Catedrático de la Filosofía del Derecho  de la Universidad de León, él podrá venir aproximadamente en el mes de agosto.

3.2. En cuanto al tema de la ayuda para los niños de la Escuela Alto Almirante, la MSc. Grettel Ortiz Alvarez expresa que en la Comisión de Cultura se estaba proyectando para las actividades del Colegio, traer una obra de teatro de Jaime Hernández que se llama “A la Diestra de Dios Padre”. 

Ella conversó con don Jaime para ver si podría brindar la obra de teatro en la semana del Abogado, porque ellos son un teatro ambulante. Si se pudiera hacer una buena promoción se podría cobrar una entrada para que la gente venga a ver la obra de teatro en el Colegio y esos fondos destinarlos a los niños de esta escuela, porque piensan llevar la obra a algunas sedes regionales. Con este transfondo social va a conversar con don Jaime para que cobre solo una puesta en escena y ese costo se done a esta Escuela de Alto Almirante de Chirripó.

El Lic. Gilberto Corella Quesada expresa que le parece muy bien la idea por lo que le solicita a la MSc. Grettel Ortiz Alvarez que lo mantenga informado sobre esta negociación

SE ACUERDA: 

Aprobar el acta Nº 08-05 celebrada el 17 de febrero del 2005 con las observaciones realizadas por los señores directivos.

AL SER LAS DIECIOCHO HORAS DIEZ MINUTOS INGRESA A LA SALA DE SESIONES LA LICDA. ROCÍO CERDAS QUESADA.

ARTICULO 4) CORRESPONDENCIA

4. 1.  Nota suscrita por el Lic. Mario Zamora Cordero, carné 6872, donde solicita su reincorporación en el ejercicio de la profesión. De conformidad con el estudio realizado por la Dirección Ejecutiva, vistos los registros de los departamentos de Fiscalía y Contabilidad del Colegio, la reincorporación si procede.

SE ACUERDA: 

Aprobar la reincorporación del Lic. Mario Zamora Cordero, carné 6872, debiendo cancelar la cuota correspondiente a partir del mes de febrero del 2005.

4.2.   Nota suscrita por la Licda. Dionny María Rojas Araya, carné 6872, donde solicita la suspensión voluntaria en el ejercicio de la profesión debido a circunstancias familiares. De conformidad con el estudio realizado por la Dirección Ejecutiva, vistos los registros de los departamentos de Fiscalía y Contabilidad del Colegio la suspensión voluntaria si procede.
SE ACUERDA: 

Aprobar la suspensión voluntaria de la Licda. Dionny María Rojas Araya, carné 6872 a partir del mes de febrero del 2005.

4.3.  El señor José Ortiz Ríos, Letrado Jefe de la Diputación de Alicante, España, remite nota informando que esa diputación provincial aprobó en sesión Plenaria de fecha 7 de octubre de 2004, las bases y convocatoria para el premio Fernando Albi 2004, en su doble extensión nacional e internacional. Dichos premios están dotados con 6.010,12 euros cada uno de ellos, que se otorgarán al mejor trabajo original e inédito presentado en materia jurídica de estudios sobre la Administración Local. Envía varios ejemplares de las bases, con el ruego de que se traslade a cuantos pudieran estar interesados en participar en dicha convocatoria. Dichas bases se encuentran también en la siguiente dirección: www.dip-alicante.es/serviciosjuridicos.
Los señores directivos deciden poner la información en la página web y remitir la información a la Corte Suprema de Justicia para que le den la divulgación correspondiente.

SE ACUERDA: 

a.- Girar instrucciones al Director Ejecutivo para que coloque en la página web la información relacionada a las bases y convocatoria para el premio Fernando Albi 2004 de España.

b.- Remitir la información a la Corte Suprema de Justicia para que le den la divulgación correspondiente.

4.4.  Mediante el oficio DE-C-026-05, el Lic. José Luis Meneses Rímola  manifiesta que el anexo Nº1 del Manual de Contratación de Obras, Bienes, Suministros y Servicios del Colegio de Abogados, establece que los montos de contratación se actualizarán en el momento en que la Contraloría General de la República varíe los parámetros vigentes.  En la Gaceta Nº34 de fecha 17 de febrero del año en curso, se establecen los nuevos límites de contratación administrativa, por tal motivo informa que los nuevos ámbitos de aplicación son los siguientes:

	Contratación abierta


	Pasó de más de cinco millones
	A 5 millones ochocientos mil

	Contratación Selectiva
	Pasó de 2.5 millones hasta 5 millones
	A 2.9 millones hasta 5.800.000

	Contratación Simplificada
	Pasó de hasta 2.5 millones 
	A 2.900.000


SE ACUERDA: 

Tomar nota del oficio DE-C-026-05 suscrito por el Lic. José Luis Meneses Rímola.

4.5.  La Licda. Marta Esquivel Rodríguez  procede a rendir el siguiente informe con relación a la empresa ASELEX:

I. El contrato se firma el 30 de abril de 1987

II. Objeto del contrato: rendir informes quincenales sobre nuevos proyectos de ley, proyectos en trámite en el plenario, proyectos en comisiones especiales, análisis de un proyecto de ley de importancia a juicio de Aselex S.A, evacuación de consultas telefónicas sobre el trámite de proyectos, mociones, dictámenes o leyes, suministra un máximo de 25 fotocopias mensuales sin costo, de proyectos, mociones, dictámenes o leyes.  Cantidades superiores tendrán un costo adicional, elaboración de tres análisis mensuales sobre proyectos de ley a petición del Colegio de Abogados  y el suministro de un portafolio con la guía del proceso legislativo, divisiones para el archivo de informes y análisis de los proyectos actualizados hasta la fecha.

III. Costo actual: por los servicios contratados a Aselex se cobra la suma de ¢35.5800 mensuales, monto que aumenta según las fotocopias que tengan que entregar.

IV. Duración del contrato: el contrato tiene una vigencia anual automática y no contiene cláusula de rescisión. Requiere del aviso previo con 30 días de antelación para no prorrogarlo. La fecha límite para que el Colegio comunique que no tiene interés en prorrogar la contratación con Aselex sería el 10 de marzo sí se toman como días hábiles o el 30 de marzo si se toman en cuenta los días naturales.

Durante la semana pasada la empresa Master Lex se ofreció a darnos el servicio de obtención de proyectos de ley sin costo alguno. Lo anterior en el entendido que en la página web de la Asamblea se pueden ubicar la mayoría de los proyectos.

SE ACUERDA: 

No extender la prórroga del contrato con la empresa ASELEX, para lo cual se comisiona a la Dirección Ejecutiva que proceda a su comunicación.

ACUERDO FIRME.

4.6. Nota suscrita por la señora Nora Ruiz, Periodista, Asesora en Comunicación, Imagen y Prensa, mediante la cual realiza a la Junta Directiva las siguientes propuestas en el campo de comunicación:

a.  Resultado sobre los talleres del TLC.

Evento: conferencia de prensa para entregar el gran documento que resultó de los talleres y sus ponencias. 

Sentido de la propuesta: tal y como se dijo en octubre pasado ante los colegiados que participaron en los talleres y en los informes de prensa que se divulgaron, el amplio documento es una contribución del Colegio de Abogados a la discusión nacional y parlamentaria y recoge el pensamiento jurídico de los participantes de las más diversas corrientes y posiciones en torno al Tratado.

La efervescencia política-partidista que se ha despertado en el país con voz en los medios de comunicación alude al Tratado de Libre Comercio en pro o en contra y el Colegio de Abogados daría muchas luces al divulgar ampliamente  el producto de sus talleres. Por otra  parte, el tema ya está en puertas en la Asamblea Legislativa.

Participantes: la conferencia de prensa estaría presidida por la Junta Directiva del Colegio y por el Coordinador de la Comisión Central que organizó los Talleres.

Hora: 9:45 de la mañana.

Fecha: martes o jueves, ojalá de la próxima semana.

b.  Reunión de la Junta Directiva del Colegio de Abogados con formadores de opinión Abogados-Periodistas.

Evento: desayuno o almuerzo para estrechar vínculos de la Junta Directiva con los formadores de opinión de los grandes medios de comunicación del país que ostentan la doble profesión de abogados y periodistas. De acuerdo con el número de casos se puede hacer o bien todos en conjunto, o por tipo de medios, es decir, prensa escrita y luego televisión y radio. (si se desea una actividad con un número de participantes más íntimo)

Se trataría de un evento social pero enmarcado en la sede del Colegio para el señorío e imagen que ello implica.

También puede programarse el evento como reconocimiento al importante papel del Abogado – Periodista en la formación de opinión del país. En cuyo caso sería ideal organizar el encuentro de la semana del Abogado y la Abogada próxima. En este caso se invitaría simultáneamente a todos los abogados – periodistas en posiciones de dirección de Sección o de Medios.

Sentido de la propuesta: al asumir la asesoría en comunicación del Colegio de Abogados, se planteó la importancia de que la Junta Directiva  y las actividades del Colegio  tuviesen presencia en las páginas, pantallas y ondas de prensa, televisión y radio, de modo que se proyecten las muchas actividades y tomas de posesión del Colegio de Abogados en la sociedad costarricense.

Por la influencia innegable que los periodistas-abogados (as) tienen en los medios de comunicación en los que prestan su concurso, poder dialogar con ellos (as) de colega a colega y darles a conocer a todos los miembros de Junta Directiva que tendrán ocasión, durante el evento, de hacer alusión a los principales proyectos en que están empeñados. Ello redundará también a la hora de presentar la información a esos medios a lo largo del año, porque será conocido el norte que tiene la Junta Directiva y el Colegio.

Participantes: la Junta Directiva del Colegio en pleno, la Dirección Ejecutiva y la Asesora en Comunicación.

Fecha y hora: a convenir con Junta Directiva e invitados.

Difusión: el evento mismo es noticia y será objeto de notas periodísticas en los medios de comunicación colectiva del país.

c.  Familiarización con los medios de comunicación y su estilo y cómo brindar respuesta y posición como representantes del Colegio de Abogados ante prensa, revista, radio, televisión y agencias internacionales de noticias.

Evento: sesión de trabajo conducida por la Asesora en Comunicación, periodista Nora Ruiz, con quien se desarrollaría un taller para tratar la forma de trabajo de los medios de comunicación y el lenguaje de cada uno de ellos.

Sentido de la propuesta: el Colegio de Abogados posee un consolidado sitial en el medio nacional y la prensa aborda con frecuencia temas vinculados con su quehacer, sus agremiados y con la temática jurídica propiamente dicha. En ese sentido, con frecuencia periodistas de televisión y prensa en general solicitan posición del Colegio y la solicitan con inmediatez, sin posibilidad de preparar y con necesidad de recibir al periodista en plazos perentorios.

Los miembros de la Junta Directiva pueden contar con las herramientas de comunicación óptimas para brindar declaraciones sin preparación previa de modo que estén en condición de darlas cómodamente y con solvencia, sabiendo que se respondió en el lenguaje adecuado para cada tipo de medio (prensa hablada, escrita o televisada).

Participantes: miembros de la Junta Directiva del Colegio de Abogados

Lugar: sede del Colegio 

Hora y fecha: la que convenga a sus agendas.

La MSc. Grettel Ortiz Alvarez expresa que el año anterior analizaron la posibilidad de traer al Colegio a personalidades como el señor Julio Rodríguez, algunos de los escritores de la Nación que tienen presencia en los medios de comunicación, a Ignacio Santos de Canal 7, y algunos periodistas de los medios de comunicación y ofrecerles algún tipo de reconocimiento, sin embargo no se concretó porque en aquel momento estaban con otros planes, la idea era hacer un evento para que ellos en su condición de periodistas y los medios donde ellos estén traigan la publicidad a este Colegio. Por lo que agregaría un poco más a la propuesta de doña Nora.

El Lic. Alejandro López Mc Adam sugiere que para la segunda propuesta, que en la Semana del Abogado se haga un almuerzo o desayuno, talvés aprovechando la misma situación del reconocimiento que se le hace a los abogados distinguidos que se hizo el año anterior, hacerlo parecido este año con relación a la prensa, hacer un doble reconocimiento primero a los abogados insignes y otro a los abogados periodistas, se podría hacer en el mismo acto.

Los señores directivos deliberan sobre el tema y acogen la primera propuesta de la periodista Nora Ruiz y fijan como fecha el jueves 3 de marzo a las nueve y cuarenta y cinco de la mañana. En cuanto a las otras propuestas se dejan pendientes para analizarlas en una próxima sesión.

SE ACUERDA: 

a.- Acoger la propuesta de la periodista Nora Ruiz para realizar conferencia de prensa para entregar el gran documento que resultó de los talleres del TLC y sus ponencias, para el próximo 3 de marzo a las 9:45.
b.-  En cuanto a las otras dos propuestas de la periodista Nora Ruiz se dejan pendientes para analizarlos en una próxima sesión.

ARTICULO 5) INFORMES DE FISCALÍA
5.1. Expediente 189-04

Denunciado: Lic. Miguel Guillén Elizondo

Denunciante: José Manuel Camacho Ledezma

Denuncia el quejoso que contrato al licenciado Guillén Elizondo para la representación legal en el proceso de pensión alimentaria que se tramitaba ante el Juzgado de Pensiones Alimentarias de San Ramón; para lo cual le canceló ¢ 45.000, labor que no concluyó y tampoco le informó del estado del mismo, dejándolo en indefensión por lo que debió recurrir a otro abogado. Pide que lo indemnice al pago de ¢ 200.000 para cubrir el monto que ha tenido que desembolsar en otros abogados y por daños y perjuicios. Como pretensión subsidiaria pide para que sea sancionado.

El denunciado se le notificó en la casa de habitación el traslado de cargos y no contestó la misma. 

Se demostró que había sido contratado para dicho proceso y que le canceló la citada suma de dinero por concepto de honorarios profesionales, que le abandono el caso, no le informó de la audiencia de conciliación por lo que no pudo presentar sus testigos ofrecidos, razón por la que debió contratar a otro profesional para que continuara con el mismo. 

 
POR TANTO:

Se declara con lugar la denuncia y se impone la sanción de un mes de suspensión.

5.2. Expediente 274-04

Denunciado: Lic. Albán Morales Mena

Denunciante: De Oficio (Juzgado Civil y de Trabajo de Puriscal)

Mediante oficio recibido por la Autoridad Judicial se indica que el licenciado Morales Mena, pese a estar suspendido como abogado, procedió a autenticar dos escritos de fechas 05 y 10/05/04 dentro del proceso Ejecutivo Simple (03-10014212-0197-CI) y Diligencias de Guarda, Crianza y Educación (04-400081-0197-FA. 

El denunciado no contestó el traslado de cargos, sin embargo, el día de la audiencia manifestó que el documento del 26/04/04 (Ejecutivo) es firmado y autenticado o confeccionado por el Lic. Omar Luis Zúñiga Sánchez, quien impuso su firma en dicho documento, el cual obedeció a una solicitud de un amigo suyo quien en su oficina le canceló a don Omar un arreglo extrajudicial, quien se comprometió a presentar ante el despacho. Que en dicho documento solo sirvió como mediador para que se cancelara la deuda. Debido a que don Omar no presentaba el documento al Juzgado, su amigo le solicito que presentara el documento que don Omar había firmado para protegerse de su situación y asegurar que dicho proceso se terminara. Que el documento no está dirigido al Juez para una actuación específica, sino que ambas partes hicieron extrajudicialmente. Que don Omar presenta el 14/05/04 su escrito, donde indica que su firma que por ley es autentica, fue puesta de su puño y letra, en la que solicita la terminación del proceso. Alega que no ha actuado como abogado director, ni ha tenido ninguna actuación en el mismo y que el hecho de que tenga su membrete es para demostrar que estuvo presente en ese acto. En cuanto al otro escrito, que ello obedece a una situación que consideró de emergencia en un proceso que nace de violencia doméstica en la cual surgió a raíz de que las partes involucradas, que es la señora Vanesa Alfaro y su hija menor, quien venía siendo golpeada, amenazada y psicológicamente agredida por su ex compañero, quien después de habérsele dictado medidas de protección a favor de la señora, presenta en una forma de revancha el proceso en mención en contra de la señora. Que en virtud del peligro que corrían contestó a solicitud de la señora el traslado de la audiencia. Que como ese día vencía el plazo y que si no se contestaba su actuación sería negligente y pondría en peligro el proceso, la no actuación daría margen para que el sujeto agresor siguiera atacando a dicha familia.

Es reprochable la actuación del licenciado Morales Mena en uno y otro proceso. En el primer caso se desprende de la prueba documental que consta en el expediente, que su actuar fue contrario a la ética y moral, ya que se colige que está autenticando el escrito, se especifica el número de expediente y por otro lado que su utiliza el membrete y su sello. Mientras tanto en cuanto se refiere al otro proceso, respeta esta Junta Directiva el sentir del colega, pero no comparte dicho pensamiento toda vez que debe apegarse a lo dispuesto por la normativa vigente. En ambos casos, el licenciado debió de abstenerse de actuar estando en esa condición.

POR TANTO:

Se declara con lugar la denuncia e imponerle al licenciado Morales Mena la sanción disciplinaria de un mes de suspensión por cada hecho para un total de dos meses de suspensión. Asimismo se ordena testimoniar piezas al Ministerio Público para lo que en derecho corresponda.

 

5.3. Expediente: 293-04

Denunciado: Lic. Olman Alvarado Cervantes

Denunciante: María de los Ángeles Baldizón García

La quejosa denuncia al licenciado Alvarado Cervantes en cuento nos interesa para el fondo del asunto refiere: lo contrató a principios del mes de diciembre del año dos mil tres, para que le presentara unos reclamos ante el Instituto Nacional de Seguros por un accidente de tránsito sufrido el 09/06/01; labor esta para lo cual le canceló la suma de ¢ 25.000 de honorarios profesionales. Manifiesta que le canceló la suma de ¢ 100.000 de honorarios profesionales para que le presentara la apelación en el proceso de Incidente de Cobro de Honorarios planteado por la abogada quien le había tramitado el asunto de tránsito. 

Notificado personalmente del presente procedimiento administrativo disciplinario el licenciado Alvarado Cervantes, en el plazo otorgado no contestó la misma y tampoco se apersonó el día de la celebración de la audiencia oral y privada.

Se tuvo por demostrado por medio de la prueba testimonial ofrecida por la parte denunciante, la cual le merece fe a este órgano disciplinario, de que el licenciado fue contratado para dicha labor pero que no la llevó a cabo. Que aunque no se demuestra con recibo el pago de los honorarios, si se desprende del propio dicho de la quejosa y su prueba testimonial que el denunciado no realizó la labor profesional convenido y que mas bien no le brindó la información respectiva.

POR TANTO:

Se declara con lugar la denuncia y se le impone al licenciado Olman Alvarado Cervantes la sanción disciplinaria de un mes de suspensión.

 

5.4. Expediente 176-04

Denunciado: Lic. Andrés González López

Denunciante: De Oficio (Juzgado Penal de Hatillo)

Mediante oficio remitido por la Autoridad Penal, informa que el licenciado no compareció a dos audiencias dentro de la sumaria penal 02-000726-277-PE, en la que figuraba como representante de la ofendida en la querella y acción civil.

El denunciado contesta y dice que ello obedeció al deseo expreso de la señora ofendida, pues ella incluso era la conviviente del imputado cuando ocurrieron los hechos y en la actualidad. Que no puede ir en contra de los deseos de su cliente, quien señaló el fax de otro abogado, Lic. Hilbert Segura ara oír notificaciones. Que la renuncia fue presentada al proceso sin que a él se le hubiera notificado nada. Por otro lado el Código Procesal Penal habla de la renuncia del defensor, no habla de renuncia del actor civil ni querellante, por lo que no hay parámetro para medir un acto moral o falta de ética. No se le causó perjuicio a nadie y más bien se actuó apegado a los deseos e intereses de un cliente, quien se arrepiente de seguir accionando contra una persona.

De la prueba recabada el presente asunto, la misma conduce a establecer que no se está en una conducta contraria a la ética y moral que todo abogado debe respetar, aunado a ello se desprende que el hecho de que el licenciado no hubiera acudido a dichas audiencias, lo fue a petición de parte, quien más manifestó su conformidad en el proceso penal y más bien exoneró de responsabilidad al abogado, lo conduce a establecer que no se vieron lesionados sus derechos, y que si así hubiera sido, ella estaba en la facultad de apersonarse a esta instancia a presentar la queja en contra del licenciado González López lo que no sucedió y mas hizo llegar a los autos documento donde hace ver que no se le causó ningún perjuicio.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

 

5.5. Expediente 265-04

Denunciada: Licda. Ana Marcela Sánchez Quesada

Denunciante: Juan Augusto Jiménez Vargas

Denuncia el quejoso que tramita juicio ordinario ante el Juzgado Civil y de Trabajo de Desamparados, en el que la licenciada figura como apoderada especial judicial de la parte demandada. Que a efectos de presentar recurso de casación contra la resolución dictada por el Tribunal Segundo Civil de San José ante la Sala Primera, ésta autenticó la firma de su representado, siendo la misma diferente a la que aparece en el poder otorgado a ésta, pretendiendo con ello el demandado obtener un beneficio patrimonial al quererlo despojar del terreno en litigio. Éste amplio su denuncia e indicó que la licenciada de mala fe y accionar de perturbación a su derecho, está aparejando el proceder del demandado, quien con saña y falta de legalidad de su pretender, utilizando los medios legales para torcer la verdad y el derecho que por ley le asiste. Que le ha sido rechazado todos los recursos interpuestos, solicita el análisis de la ética y que se determine su perturbación.

La licenciada le fue notificada personalmente la presente denuncia, ésta en el plazo de ley no contestó la misma y tampoco se apersonó a la comparecencia.

Considera esta Junta Directiva que los hechos denunciados los mismos por razón de la materia deben ser ventilados ante los Tribunales comunes, interponiendo la denuncia penal pata que se investigue si la firma que la licenciada autenticó es o no falsa. Caso que así se determine, lo procedente por tanto sería que el propio quejoso lo haga saber a la Fiscalía del Colegio o bien que el mismo juez de oficio remita las piezas y así proceder conforme. Razón por la que en este momento la conducta no encuadra con lo dispuesto por el artículo 10 inciso 1 de la Ley orgánica del Colegio. Por otro lado en cuanto al hecho de que la denunciada ha utilizado practicas que hacen dilatar el proceso, se estima que las mismas son practicas normales y de las que el abogado tiene a disposición para representar de la mejor manera a su cliente, razón por la que no se extrae de la prueba documental aportada, ya que ni el propio Juzgado se lo ha prevenido y mas bien, éste ha procedido a resolverle todas y cada una de las gestiones presentadas, si ello se hubiera dado, el Juzgado ya se lo hubiera prevenido.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

 

5.6. Expediente 264-04

Denunciado: Lic. Marlon Medina Robleto

Denunciante: Gonzalo Solano Torres

Denuncia el quejoso que el 08/05/04 el licenciado en compañía de vecinos del lugar se apersonaron al a su casa de habitación en representación del CONAI, quienes armados con piedras, palos, cadenas, martillos y en una actitud amenazante le indicaron que tenía que desalojar la casa y la propiedad porque eso era una orden del CONAI, pero que al solicitarles la orden estos no mostraron nada mucho menos una orden judicial. Considera que el licenciado faltó a los deberes con la sociedad y el ordenamiento jurídico al actuar de una forma arbitraria al margen de la ley, que no respeto la dignidad humana y el bienestar de su familia, poco le importó que hubieran niños menores que presenciaran esos actos de violencia. Que se presentó a las oficinas del CONAI y pudo constatar que ellos no habían emitido ninguna orden de desalojo y que el licenciado Medina no laboraba con ellos. 

El denunciado rechazó los cargos e indicó que él nunca ha tenido algún tipo de relación profesional con el denunciante, razón por la que no le asiste el derecho de solicita el inicio del procedimiento. Que ha existido ningún tipo de deberes con el denunciante y que su denuncia la fundamenta en los artículo 15 y 17 del Código de Moral, el cual es una interpretación antojadiza y mas bien está encaminada a que él interponga algún proceso en contra de los legítimos dueños y poseedores del inmueble, cuando ellos fueron los que adoptaron no dejar entrar mas al quejoso al bien. Que los derechos que alega en ningún momento le han sido violentados, ni por él en su condición de abogado ni personal ni por terceras personas. Que en su condición de funcionario público, desde el 16/04/04 dejó de laborar para la administración pública y que en la actualidad se dedica al ejercicio privado de consultoría y el ejercicio de la profesión, que los hechos sucedieron el 08/05/04 sea tres semanas de haber cesado su condición de funcionario público. Que no está propiciando litigio o conflicto entre él y los dueños de la propiedad, cosa que es falsa ya que no se acredita en ninguna parte del expediente.

El licenciado interpuso las excepciones de Falta de Derecho: Existe norma que prevee el comportamiento que se denuncia como sancionable. Falta de Legitimación: Los hechos se dieron con ocasión de un apersonamiento al Templo y casa del quejoso, en la cual estuvo presente el denunciado. Razón por la que el denunciante está legitimado para poner en conocimiento los hechos ante el órgano competente la situación acaecida el día de los hechos. En razón de lo anterior y si de los hechos denunciados se encuentra responsable al licenciado y es merecedor de una sanción, quien está legitimado por tanto es la persona afectada directamente, razón por la que la presente excepción debe ser rechazada. Sine Actione Agit: Se rechaza de plano por improcedente en esta sede e inexistente en el ordenamiento. 

Analizado de forma prolija los antecedentes que conforman el expediente, se arriba a la conclusión de que el denunciado, si bien es cierto estuvo presente el día en que sucedieron los hechos, no se aprecia que con su actuar en alguna medida hubiera faltado a los deberes que como profesional en derecho le asisten y que deba ser reprochado, razón por la que de la prueba testimonial ofrecida por el licenciado la misma conduce a esclarecer la verdad real de los hechos denunciados, por lo que no lleva razón el quejoso con su dicho.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

 

5.7. Expediente 332-04

Denunciado: Lic. Ricardo Jiménez Villalobos

Denunciante: Keldry Matarrita Jirón

Denuncia la quejosa que contrató al licenciado para que le llevara un proceso de Investigación de Paternidad ante el Juzgado de Familia de Nicoya. Que en una oportunidad cuando se apersonó a su oficina a solicitarle información respecto del caso, éste le hizo propuestas indebidas como que fueran a un hotel y que ahí le explicaba todo, por lo que se asustó y le dijo que no debería decirle esas cosas, por lo que debió salir del lugar y optar por llamarlo y que siempre con lo que le salía era con cosas desagradables. Que en razón de ello entabló denuncia ante el Juzgado Contravencional de Menor Cuantía de Nicoya por los mismos hechos.

Acerca de los hechos el denunciado contestó e indicó que es cierto que le dirigió a la quejosa en un proceso de filiación, pero que es falso de toda falsedad lo que denuncia la quejosa, quien no sabe porque se ha dado a la tarea de injuriarlo, difamarlo y hasta calumniarlo sin justificación alguna. Que no es cierto que le daba dinero como para hacerle tan absurda propuesta ya que su madre le había ido pagando, además que acepta que fue denunciado ante dicho Juzgado, pero que su denuncia no encontró eco precisamente por la falsedad, que el proceder contradictorio de la quejosa nunca encontró abrigo en esa sede, amén de que no propuso ningún tipo de prueba, razón por la que solicita declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente ya que no ha quebrantado de forma alguna el ordenamiento jurídico ni el Código de Moral.

De la prueba aportada a los autos se desprende que efectivamente el licenciado fue denunciado ante la instancia judicial por los mismos hechos, de los cuales no se tuvieron elementos probatorios que condujeran a establecer una responsabilidad de su parte, razón por la que ni en esta sede tampoco el dicho de la quejosa encuentra asidero como para endilgarle al licenciado una conducta que merezca ser sancionado.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

 

5.8. Expediente 199-04

Denunciado: Lic. Rodolfo Charpantier Ugarte

Denunciante: Audy Riner Gutiérrez Villalobos

Denuncia el quejoso que contrató al licenciado para que lo representara en varios procesos judiciales incluyendo uno de violación de sellos, seguido contra él ante el Juzgado Penal de Liberia. Que con motivo de la sentencia número 25-2004 del 24-02-04, lo contrató para que le interpusiera el recurso de casación, pero que el mismo no fue llevado a cabo a pesar de haberse comprometido a cumplir dentro del plazo de quince días contados a partir del fallo, toda vez constató el 17/03/04 ante la instancia judicial que el mismo no había sido presentado y que el plazo para recurrir ya había acaecido.

El licenciado contestó la denuncia e indicó que de los hechos es cierto en parte, ya que fue contratado para varios procesos de familia, recursos de amparo y contenciosos administrativos y una causa por violación de sellos, labor que realizó con mística y profesionalismo, pero que nunca se comprometió a realizar el recurso de casación, pretendiendo que el pago acordado cubriera los demás delitos. Si bien es cierto el contrato fue verbal el mismo no incluía hasta la casación. Le indicó al quejoso que él no hacía recursos de casación y que si a bien lo tenía le recomendaba a otro profesional y si él quería lo podía contratar. Que nunca le hizo entrega de la sentencia para poder recurrirla y que lo que pretende con esta denuncia es una revancha ya que se vieron en la obligación él y su esposa a desalojarlo de una propiedad de la cual se estaba lucrando hacía ya cuatro años.

De la prueba aportada a los autos no se determina con meridiana claridad, de que el quejoso contratara al denunciado para que le interpusiera el recurso de casación en contra de la sentencia dicha. Razón por la que no se establece de que el licenciado se hubiera comprometido a llevarle al quejoso el citado recurso.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

 

EL LIC. GILBERTO CORELLA QUESADA Y LA LICDA. ROCÍO CERDAS QUESADA SE RETIRAN DE LA SALA DE SESIONES.

5.9. Expediente: 373-04

Denunciados: Lic. Rogelio Fernández Ramírez y Lic. Rogelio Fernández Moreno

Denunciante: Giusseppe Migliano

El quejoso denuncia a los licenciados Fernández Moreno y Fernández Ramírez, en cuanto interesa informa: que los denunciados asumieron la dirección legal del proceso que se le seguía en su contra, ante el Juzgado Penal de Nicoya, en la que firmó un escrito dirigido a éste despacho judicial en la que los designaba como sus abogados particulares, a pesar de ello, estos nunca lo acompañaron a ningún despacho. Refiere que fue claro con ellos al consultarles de cuanto sería el cobro de sus servicios profesionales pero que estos le indicaron que no se preocupara que cosa de amigos. Que en razón de ello, cuando había terminado el proceso penal, el licenciado Fernández Moreno lo llama y le indica que le adeudaba la suma de $3.500, a lo que le respondió que por el carácter amistoso del contrato le parecía un cobro excesivo. Que al no haberles cancelado el monto solicitado por los licenciados, es que presionaron a su socio para que presentara una denuncia penal en su contra ante el Juzgado Penal de Liberia, por el supuesto delito de Administración Fraudulenta, lo que considera una falta al Código de Moral y falta de ética, ya que como parte de ese ardid para vengarse por no haber cancelado la suma dicha, han utilizado personas haciendo declaraciones juradas de hechos que no son ciertos.

Los denunciados contestaron y en cuanto interesa indican que por motivos de la relación que guardan ambos abogados con el señor Ralph Michael Rourke, -abogado / cliente-, conocieron al señor Migliano, quien les manifestó que estaba preocupado porque le había llegado del Juzgado Penal de Nicoya una documentación en relación a una denuncia en su contra por dos delitos de violación contra una menor y que si le podían ayudar. Que estuvieron de acuerdo en ayudarle por la amistad con su cliente –Ralph-, que se reunieron con él, se pusieron de acuerdo en el monto de los honorarios e iniciaron la labor profesional, en primer término lograron anular el señalamiento de la audiencia preliminar para poder ejercer la defensa planeada. Realizaron gestiones con la ofendida y su madre en los Tribunales de Nicoya, donde se solicitó la revocatoria de la instancia en la Fiscalía y en el Juzgado Penal, todo esto con oposición de la Fiscalía, aún así lograron un sobreseimiento definitivo a su favor. El quejoso no les canceló un céntimo de sus honorarios. Por su parte el cliente de ellos muy apenado le giró órdenes para que les pagara y aún así no lo hizo. Aducen que desde un inicio los honorarios fueron pactados en la suma de $3.500. Que jamás han faltado a los deberes profesionales ni han presionado a su cliente para que denuncie al quejoso, el señor Ralph fue directamente perjudicado por el quejoso y así lo demuestra claramente la evidencia documental que aportan. Cuando el quejoso decidió proceder ilícitamente contra el señor Rorke, ya la relación profesional con él había expirado sin haber percibido honorarios profesionales alguno. Cuando Migliano fue pasado a la Fiscalía de Liberia, ahí a nuestro cliente se le dijo que debería hacer una denuncia por que había la posibilidad que se dejara en libertad y que se le entregara el dinero. Ante eso, nuestro cliente, con quien tenían permanente comunicación por teléfono, les pidió que por favor hicieran la denuncia, la cual efectivamente fue hecha y enviada directamente a la Fiscalía la cual fue firmada por nuestro cliente y además reiterada personalmente ante el Fiscal. Que el señor Migliano no era ni es nuestro cliente, lo defendieron por la relación con el señor Rourke, porque así convenía a los intereses de la empresa. Que es absurda y ridícula, la interpretación del quejoso de la supuesta amenaza que recibió vía fax el 18 de diciembre de 2003. Por ello se le pidió que hiciera un depósito de $2.000. Nótese que la sentencia de sobreseimiento es de agosto del 2003 y el fax es enviado en diciembre, suficiente tiempo para pagar. La actuación de ellos siempre fue correcta y apegada a la ética profesional, la moral y las costumbres profesionales. Rechazan los cargos.

De la prueba recaba se arriba a la conclusión que no existen elementos suficientes como para endilgarle responsabilidad a los denunciados, toda vez que de la misma se infiere que la nota en los términos en que está consignada no está dirigida en un tono amenazante, ya que lo que estos pretendían era recuperar parte del monto de los honorarios convenidos. Por otro lado se tiene que los testimonios ofrecidos y prueba documental se aprecia que no existió por ningún lado ninguna presión de parte de los denunciados para que el señor Rourke interpusiera denuncia penal en contra del quejoso, a parte de ello que la relación profesional del quejoso y los denunciados ya había terminado, motivo por el cual no existía impedimento para asumir la representación en la causa penal en contra del quejoso.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

 
EL LIC. GILBERTO CORELLA QUESADA Y LA LICDA. ROCÍO CERDAS QUESADA INGRESAN A LA SALA DE SESIONES.

 

5.10. Expediente 194-04

Denunciada: Licda. Ligia Rodríguez Pacheco

Denunciante: Ana Victoria López y otro

Denuncian los quejosos que contrataron a la licenciada Rodríguez Pacheco para la presentación de un proceso de Violencia Doméstica y otros trámites. Que le cancelaron por adelantado la suma de ¢ 42.170 por adelantado, manifiestan que hubo de su parte negligencia y descuido ya que no cuando interpusieron la queja no tenían noticia o certeza de que el trabajo se hubiera realizado y del avance del mismo, en virtud de que se perdió completa comunicación con ella.

La denunciada le fue notificada del presente asunto y contestó rechazando los cargos, ya que los procesos que realizó al señor Julio Campos y su madre, fue por Violencia Doméstica que corresponde a los recibos de dinero presentados, el cual fue llevado ante el Juzgado de Desamparados. Que la señora le realizó varias consultas sobre la propiedad y que le solicitó varias pruebas pero que nunca se las presentó. Que al teléfono que le dejaron intentó comunicarse pero le fue imposible para pedirles esas pruebas y la respuesta fue negativa. Que siempre le dejó recados pero nunca le contestaron, y que para proceder a presentar la demanda debían presentarle las pruebas pero que se quedó esperándolas. Que el único día que llegó el señor fue para ponerse de acuerdo con el proceso de Violencia Doméstica. Que no podía presentar un proceso sin pruebas lo que sería una negligencia de su parte y los llevaría a un caos incalculable. 

En la comparecencia los quejosos indicaron que si la denunciada les cancelaba la suma de ¢ 67.170, se darían por satisfechos ya que fue lo que realmente le pagaron a la licenciada. 

De la anterior solicitud se le dio audiencia a la licenciada, ésta procedió a depositar en las cajas del Colegio la suma de ¢ 70.000.

De acuerdo a la tendencia sobre la resolución alterna de conflictos, considera esta Junta Directiva que de los hechos denunciados no son de interés general que afecte a la colectividad y que por lo tanto no riñe con lo dispuesto en el Código de Moral, razón por la que se debe estar a la solicitud de la parte denunciante.

POR TANTO:

Se acoge el desistimiento que han hecho los denunciantes y se ordena el archivo del expediente. 
5.11. Expediente 178-04

Denunciado: Lic. Asdrúbal Mena Bonilla

Denunciante: Erika Aguilar Vargas

Se resuelve recurso de revocatoria interpuesto por el denunciado en contra del acto final mediante el cual se le impuso la sanción disciplinaria de tres meses de suspensión.

Fundamenta su recurso en cuanto a que en la audiencia oral y privada, se comprometió a terminar el proceso de divorcio para el cual fue contratado, ya que se cumplió con las prevenciones hechas por el Juzgado y con ello se dictó la sentencia de divorcio el cual quedó debidamente inscrito ante el Registro Civil. En cuanto a los ¢ 100.000 indica que la denunciante no le hizo llegar el número de cuenta donde depositárselos, situación que le hizo ver en reiteradas ocasiones a lo que hizo caso omiso, razón por la que solicita a este despacho se le indique cuando y donde depositarlos. Solicita hacer una labor reconstructiva, hipotética y objetiva sobre el acto final. Ruega resolver favorable el recurso y dejar sin efecto la sanción.

Del anterior recurso y solicitud del licenciado se le concedió audiencia a la quejosa, ésta manifestó que se daba por satisfecha si el denunciado le depositaba el dinero en las cajas de este Colegio en el plazo de ocho días.

De esa manifestación se le puso en conocimiento al licenciado, quien procedió a hacer efectivo el pago el 16/02/05, mediante recibo número 0272880.

Así las cosas, analizado el presente recurso y las pruebas aportadas por el licenciado del cumplimiento en todos sus extremos del acuerdo al cual se había comprometido, en virtud de que de la actuación de éste no entraña un interés general para la sociedad, sino lo que priva es el interés particular al haber cumplido con el pago del dinero a la quejosa. Se le hace ver a la quejosa que una notificada de la presente resolución podrá retirar el dinero que se encuentra depositado en las cajas de este Colegio. Confecciónese los oficios de estilo para la debida tramitación.

POR TANTO:

Se declara con lugar el recurso, se procede a dejar sin efecto la sanción impuesta y se ordena el archivo del expediente. Se da por agotada la vía administrativa.

 

5.12. Expediente 205-04

Denunciado: Rodolfo Montiel Montiel

Denunciante: Ana Rojas Vásquez

La quejosa interpone recurso en contra del acuerdo número 5.2 de la sesión 54-2004, celebrada el dieciséis de diciembre del dos mil cuatro. 

Fundamenta su recurso en cuanto interesa que no se analizó bien la prueba aportada al expediente y que por lo tanto solicita se revoque el acuerdo y se ordene la suspensión del denunciado. 

Analizados de nueva cuenta los antecedentes que conforman el expediente principal, aunado al escrito que interpone como recurso, no se encuentran elementos contundentes que conduzcan a variar el criterio vertido en el acto final, toda vez que se aprecia que la labor para la cual fue contratado el licenciado fue apegada a los artículos 5 y 7 que establecen el procedimiento de desafiliación de sus asociados a dicha Asociación. Razón por la que se debe mantener incólume la resolución que ahora se recurre.

POR TANTO:

Se declara sin lugar el recurso y proceder al archivo del expediente. Se da por agotada la vía administrativa. 

 

5.13. Expediente 309-04

Denunciada: Licda. Ilse Mary Díaz Díaz

Denunciante: Vilma Ramírez Alfaro

Se resuelve excepción de prescripción interpuesta por la denunciada.

Por parte del Juzgado Notarial se remite denuncia en contra de la licenciada, en virtud de no haber llevado unas gestiones judiciales pertinentes para la respectiva homologación del divorcio de la denunciante. La denuncia ante el Juzgado Notarial fue interpuesta en el año dos mil y remitida a la Fiscalía el 03/06/04. La denunciante manifiesta que el divorcio se llevó a cabo en el año de 1990 cuando contrató a la licenciada para que le realizara el trámite de divorcio por mutuo consentimiento. En su escrito de contestación la denunciada interpone la excepción previa de prescripción en relación a la reclamación presentada por la denunciante. Conferida la audiencia a la quejosa, ésta en el plazo concedido no hizo referencia alguna al respecto.

Hecho el cómputo para aplicar el instituto invocado por la denunciada, se estima que la misma se encuentra prescrita.

POR TANTO:

Se declara con lugar la excepción previa de prescripción interpuesta por la denunciada y ordenar el archivo del expediente.

 

5.14. Expediente 712-04

Denunciado: Carlos Salazar R

Denunciante: Iván Flores Villa

Denuncia el quejoso que en virtud de que arrendó dos locales comerciales al señor Carlos Alberto Aguilar Masis, procedió a entregarle depósito por un monto de ¢ 100.000, el cual se los devolverían cuando se desalojara el bien inmueble y no quedara deuda alguna pendiente de recibos de agua, luz, daños sufridos a la propiedad. Que en virtud de una serie de amenazas por el propietario del bien debió desalojarlo pero que a la fecha no se le ha devuelto el dinero del depósito, a pesar de haber acudido a la vía civil. Por ello lo denuncia ya que indica que él es el abogado del señor Aguilar Masis, a quien le acuerda que no le reintegre el dinero.

Consultada que fuera la base de datos que al efecto lleva este Colegio, se logró determinar que el denunciado no se encuentra registrado como abogado, razón por la que se carece de competencia para entrar a conocer una causa cuando la persona a quien se denuncia no está incorporado como agremiado. 

POR TANTO:

Se rechaza de plano la denuncia y ordenar el ARCHIVO del expediente.

 

5.15. Expediente 744-04

Denunciado: Lic. Manrique Vargas Rodríguez

Denunciante: Lic. Mario Gómez Pacheco

Denuncia el quejoso que el licenciado presentó un escrito en representación del señor Manuel Vargas Lizano en una causa penal que se tramita en su contra, a sabiendas que las declaraciones contenidas en él son falsas, con el fin de lograr provecho legítimo para sí y su cliente, contraviniendo el artículo 51 del Código de Ética, así como que presentó ante el Juzgado Notarial otro donde se realizan manifestaciones ofensivas y en las que le falta el respeto, que los hechos contravienen lo dispuesto en los artículos 51 y 54 del Código de Ética del Colegio de Abogados.

Estima esta Junta Directiva que los escritos presentados en cada una de esas sedes, si bien es cierto van autenticados por el licenciado Vargas Rodríguez, los mismos los realizó en representación de los intereses de su cliente, el señor Manuel Vargas Lizano y no a título personal, en los que se colige que son calificaciones que les da el propio señor Vargas. No se denota que éste hubiera incurrido en falta que amerite ser investigado y por lo tanto de aplicación del régimen disciplinario.

POR TANTO:

Se rechaza de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

 
5.16. Expediente: 704-04

Denunciado: Licda. Marissa Corrales Madrigal

Denunciante: Alfonso Pessoa Araya

Denuncia el quejoso que la licenciada Corrales Madrigal, como directora de los Consultorios Jurídicos de la Universidad de Costa Rica, le presentó en diciembre del 2002 el proceso de pensión y que en agosto del dos mil cuatro le indicó que no lo llevaría, debido a que no le querían entregar el expediente tuvo que presentar queja ante la Defensoría de los Habitantes y en la U.C.R por lo que le devolvieron el expediente hasta el 10/11/04.

De un análisis de los hechos denunciados, se determinó que al quejoso se le informó que no se le llevaría mas su caso en el mes de agosto del 2004 y que no es obligación de los Consultorios Jurídicos devolver el expediente (solo copias o/y documentos originales), razón que da pie a pensar de que éste tuvo el tiempo disponible para contratar a otro profesional o acudir a otro Consultorio Jurídico. 

POR TANTO:

Se rechaza de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

 

5.17. Expediente: 032-05

Denunciado: Lic. Álvaro Yanarella Montero

Denunciante: De Oficio (Juzgado Penal de San Carlos)

Mediante oficio remitido por el Juez Penal del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, hizo del conocimiento de esta Fiscalía que el denunciado mediante un escrito dirigido al expediente 03-201283-306-PE, en donde solicita recusación del Juez Johnny Vargas Porras, indicó que ha sido amenazado por la autoridad judicial con enviarlo a la cárcel a él y a su cliente, que el señor Juez persigue a su cliente pero que el caso del homicidio de Parmenio Medina, razones que motivaron a denunciar dicho proceder.

Analizados los hechos denunciados, esta Junta Directiva estima que los mismos no son resorte nuestro, toda vez que la Ley Orgánica del Poder Judicial establece claramente en sus artículos 218 y 221, la potestad que tiene el Juez para corregir y sancionar a los litigantes que en sus escritos consignen frases que resultan ofensivas en contra de los tribunales o funcionarios judiciales. Resolución 2001-11596 de las 9:05 horas del 9/11/01, estableció el mecanismo que debe seguirse por parte de la autoridad judicial agraviada, indicando que los hechos deben ser puesto en conocimiento del Consejo Superior, el cual dirigirá el procedimiento dentro de los parámetros constitucionales del debido proceso.

POR TANTO:

Se rechaza de plano la presente denuncia y ordenar el archivo del expediente.

 

5.18. Expediente: 635-04

Denunciado: Lic. Álvaro Jiménez Calderón

Denunciante: Juan Enrique Godínez Rodríguez

De conformidad con los artículos 93 y 94 de Ley General de la Administración Pública, por razones de oportunidad y economía procesal, al haber identidad en la clase de las funciones preconstituidas por ley en razón de la materia y su naturaleza, éste órgano se avoca el conocimiento del presente asunto.

Da inicio el presente procedimiento en razón de la denuncia interpuesta por el señor Godínez Rodríguez, quien indica que el denunciado no asistió a una audiencia oral y privada fijada por el Juzgado Penal de Alajuela a celebrarse el 25/10/04 y que ello le causó un grave perjuicio.

Conoce esta Junta Directiva de la contestación y prueba que hace llegar a los autos el denunciado, en la que informa que dentro del término de ley presentó ante el despacho judicial un escrito y su justificación en el que explicó sus razones por las cuales no le fue posible asistir a dicha audiencia. Presenta el escrito donde solicita nuevo señalamiento, la constancia de atención médica, contrarreferencia del Hospital San Juan de Dios y recibido de la señora Jueza, donde ésta admite la justificación de su inasistencia, anula todo lo actuado y deja sin efecto la audiencia preliminar y convoca nuevamente para el 18/04/05.

Se le confirió audiencia a la parte denunciante y este en plazo dado, no contestó la misma.

Encuentra esta representación que los alegatos y prueba aportada por el licenciado Jiménez Calderón, son de recibo para avocarse al conocimiento del presente asunto, en el que se desprende que no se evidencia que con el actuar de éste se le hubiera ocasionado perjuicio al denunciante en el proceso penal. Así las cosas lo pertinente es variar las bases que se tuvieron para dar inicio al procedimiento, por razones de oportunidad y economía procesal, tanto para el despacho como para las partes involucradas es proceder conforme.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

AL SER LAS DIECINUEVE HORAS DIEZ MINUTOS INGRESAN A LA SALA DE SESIONES EL LIC. RAMIRO SALVADOR ARAUZ MONTERO Y EL LIC. JOSÉ DANIEL ALVARADO BONILLA.

5.19. Expediente 209-04

Denunciado: Lic. Juan Ávila Abrahans

Denunciante: De Oficio (Tribunal de Juicio del Primer Circuito de la Zona Atlántica)

El Juez Tramitador del Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, informa que mediante sentencia firme número 411-02 del 18/ de diciembre del 2002, le fue impuesta una pena de prisión de tres años por el delito de Estafa, en perjuicio de Julieta Wrigth Wrigth, otorgándosele el beneficio de ejecución condicional de la pena por cinco años.

El denunciado alega que en ningún momento hubo engaño ni indujo a error a la señora Julieta para que consintiera en la negociación que se realizó con el Banco Popular. Ella consistió libremente hipotecar su propiedad, y que dicha gestión se hizo con el señor Reinaldo Maxwell Kennedy para financiar la Universidad de la cual eran socios. Que la señora comparece en lo personal y no por medio de apoderado a firmar las escrituras ante los notarios del Banco. Que en ningún momento se le presionó para firmar. Que en ningún momento hubo el afán de perjudicar a la señora ni tampoco de lucrarse a su costa; que ella aceptó el riesgo y ellos asumieron el compromiso de pagar las mensualidades. Que si bien es cierto hay sentencia y por imperativo de ley, ella debe ser considerada una verdad real absoluta hasta tanto no se desvirtúe por otra sentencia. Que esta relación fue absolutamente privada y no en su condición de abogado. El denunciado en la etapa de conclusiones alegó que en el artículo 10.1 de la Ley orgánica del Colegio establece que los abogados que tengan auto de elevación a juicio por delitos dolosos que merezcan pena de prisión mayor a tres años deben ser suspendidos en el ejercicio de la profesión, siempre y cuando a juicio de la Junta el hecho atribuido afecte el ejercicio correcto de la abogacía. Manifiesta que en el párrafo segundo de ese artículo solo podría aplicarse cuando el profesional es condenado a pena de prisión o de suspensión para cargos y oficios públicos y profesionales liberales sin que se le haya concedido el beneficio condicional de la pena. 

Abordando el tema entorno a la imposición de una condena penal contra un abogado, la Procuraduría General de la República, órgano superior consultivo técnico-jurídico, de la Administración Pública, mediante pronunciamiento número C-148-97, 11 de agosto de 1997, luego de un amplio análisis concluyó que las personas que han sido sentenciadas a una pena de prisión pero que se les ha otorgado la “condena de ejecución condicional” no tienen impedimento para incorporarse al Colegio de Abogados o para mantener su membresía. Y que, por tanto, los profesionales miembros del Colegio no pueden ser suspendidos por el sólo hecho de haber sido sentenciados con una pena de prisión, si se les ha otorgado la “condena de ejecución condicional” a no se que el beneficio sea revocado. Con base en lo expuesto, en las condiciones actuales no se puede aplicar al denunciado sanción disciplinaria de suspensión en el ejercicio liberal de la profesión.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

 

5.20. Expediente: 290-02

Denunciado: Licda. Ana Patricia Villalobos Chinchilla 

Denunciante: Flory Jiménez Incera

La quejosa alega en su queja que la Licenciada Villalobos autenticó una falsificación de su firma en unos pagarés que fueron utilizados para obtener un préstamo a su nombre en la Caja de ANDE. Que su cédula fue sustraída por su hija y que no cree que haya podido haber confusión entre la persona que firmó a su nombre, con su fotografía.  Indica que piensa que existe contubernio entre su hija y la abogada para sacar un provecho económico de la situación. 

No queda demostrado si la persona que acudió a la oficina de la Licenciada Villalobos Chinchilla fue la quejosa o no. No obstante, es claro que la abogada Villalobos actuó como se espera de un buen profesional en derecho, pues ante la solicitud de autenticación de la firma de la señora Flory Jiménez Incera, puso como condición que ella tenía que recoger la firma, por lo que a todas luces actuó conforme a derecho y conforme a la normativa que rige la materia en lo concerniente a autenticación de firmas. La firma que se estampó en los pagares es sumamente parecida a la de la cédula que se le presentó a la Licenciada Villalobos al momento de realizar la rúbrica en su presencia, de hecho la abogada conservó una copia de la cédula de la señora Jiménez y la aportó a la Fiscalía. La quejosa afirma en su denuncia que la abogada Villalobos actúa en contubernio con su hija en el hecho denunciado y que probablemente sacó un beneficio económico de la situación, empero no aporta prueba alguna para sustentar su dicho. 

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar su archivo. 

 

5.21. Expediente: 020-04

Denunciado: Lic. Randall Luna Jiménez 

Denunciante: Angela Lacramioara Stan

La quejosa alega que contrató al abogado Luna para la tramitación de un proceso de divorcio, labor que completó pero no de la forma en que se había comprometido, pues al momento de su contratación le cobró $500.00 por la tramitación y por el tiempo en que terminaría el proceso pues dijo que lo haría en dos meses, promesas que a la postre no cumplió, pues según indica la denunciante ella realizó todas las diligencias de dejar documentos y escritos, teniendo asimismo que diligenciar al final del proceso la ejecutoria ante el juzgado y presentarla ante el Registro Civil. Asimismo la quejosa manifiesta que en razón de lo anterior, considera excesivo el cobro de honorarios realizado. Finalmente denuncia la señora Lacramioara que el Licenciado Luna irrespetó al ex esposo de la denunciante diciéndole que era un ignorante, inútil, que no sabía nada y que ahora entendía por que se quería la quejosa divorciar de él.  

El abogado Luna se comprometió a finalizar el proceso en dos meses, lo que no pudo cumplir, empero se estima que tal incumplimiento no se debió a inoperancia del abogado sino al volumen de trabajo que manejan los órganos jurisdiccionales del País, pues queda debidamente demostrado que el abogado Luna actuó diligentemente y conforme a derecho en el caso encomendado por la señora denunciante. De todos modos, se estima que el proceso fue finalizado en un plazo razonable de 5 meses.  No es cierto que la denunciante entregara los escritos al juzgado, pues en las razones de recibido se nota que los mismos fueron entregados o por el denunciado o por un Randall Luna Calderón. Ella diligenció la ejecutoria del proceso de divorcio ante el Registro Civil, empero no queda claro el motivo por el que lo hizo. El monto que recibió el abogado por el trabajo fue la suma de $500, monto que no se considera excesivo por cuanto incluía no solamente los honorarios del abogado, sino también la gran cantidad de consultas telefónicas y personales que realizaron las partes.  Tomándose en cuenta que el tipo de cambio que regía a la fecha de entrega del recibo, 4 de septiembre de 2003, según la pagina de Internet de Banco Central de Costa Rica :http://indicadoreseconomicos.bccr.fi.cr/IndicadoresEconomicos/Cuadros/frmVerCatCuadro.aspx?CodCuadro=367, era de ¢405.09, el monto entregado en colones para esa fecha fue de ¢202.545.00 por lo que es claro que los honorarios percibidos por el aquí denunciado no pueden considerarse excesivos. En cuanto a la ofensa, no puede tenerse por demostrada, puesto que el supuesto afectado manifiesta que el abogado le dijo que era ignorante pues no sabía de leyes, que él no sabía los papeles que había que hacer, que le pedía resultados pero que no estaba consciente de todo el trabajo que había que hacer y que presionarlo de esa forma era ignorancia de su parte, lo que indica el quejoso que sintió como un insulto, empero no necesariamente es así, pues no le profirió ninguna palabra soez y lo que el abogado quiso dar a entender, talvez no de la mejor forma, era que los trámites eran complejos. 

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar su archivo. 

 

5.22. Expediente: 703-03

Denunciado: Lic. Carlos Briceño Obando

Denunciante: Rodolfo Hidalgo Redondo

El quejoso fundamenta su denuncia en que el abogado actuó con negligencia en la tramitación la defensa en el proceso penal 02-000102-609-PE-S, pues únicamente presentó un escrito en dicha causa y nombró,  bastante tiempo después de su apersonamiento, a otra abogada para que asumiera el cargo sin  su consentimiento. Todo lo anterior, habiéndole pagado el señor Hidalgo parte de sus honorarios profesionales. 

En el presente caso los hechos esbozados en la denuncia inicial adolecen de prueba idónea, para demostrar la comisión de conducta o actuación alguna constitutiva de falta disciplinaria. Lo que ha quedado demostrado es que el abogado Briceño Obando asumió la defensa en sede penal del señor Rodolfo Freddy Hidalgo Redondo, para tales menesteres se le entregó la suma de ¢85.000.00, sin que pueda precisarse exactamente por que concepto se le entregaron. El Licenciado Briceño se apersonó al proceso mediante escrito fechado 13 de noviembre de 2002, el cual rola a folio 7 del presente expediente y ahí esbozó ciertos argumentos y solicitó prueba, en defensa de los intereses de su cliente. Con la prueba que consta en autos no puede tenerse por demostrado que el abogado solamente hubiese realizado esas labores, puesto que el quejoso no aportó copia del expediente completo ni aportó prueba de su dicho; por el mismo motivo no puede catalogarse de excesivo o no, el monto de dinero entregado.  El abogado Briceño fue contratado por el Ministerio del Amiente y Energía, para desempeñar labores específicamente en el Tribunal Ambiental Administrativo por lo que ante su imposibilidad de continuar como defensor del señor Hidalgo ofreció el apersonamiento a la causa penal de la Licenciada Hernández Gómez, sin poder precisarse por carencia de prueba, si se hizo previa consulta al señor Hidalgo o no.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar su archivo.  

 

5.23. Expediente: 620-02

Denunciado: Lic. José Quesada Castro

Denunciante: Marcial Hernández Lobo

El señor Marcial Hernández Lobo interpone denuncia en contra del Licenciado José Joaquín Quesada Castro fundamentado en resumen y en cuanto interesa para la resolución del presente procedimiento en que el abogado actuó con falta de diligencia en el trámite de reovación de una marca de ganado puesto que no completó la labor en dos años. Asimismo se denuncia que presentó una gestión extemporánea ante el Hospital San Vicente de Paul y que el Licenciado Quesada no asistió a una audiencia celebrada con ocasión de este trámite administrativo.   

Excepción de prescripción. EL Licenciado Belloso Montoya, defensor del abogado Quesada, interpone excepción de prescripción. Analizados que han sido los autos se arriba a la conclusión de que uno de los hechos denunciados se encuentra prescrito, no así los otros dos. La que se estima prescrita, es la gestión extemporánea ante el Hospital San Vicente de Paul, tal gestión se realizó el 29 de marzo de 2001 y se presentó, ante el órgano correspondiente, según aclaró el señor Hernández en la declaración rendida en la oficina de Trabajo Social del Hospital San Vicente de Paul, el 20 de mayo de 2001, por lo que para el 28 de octubre de 2002, cuando interpuso la queja en la Fiscalía del Colegio, ya se encontraban los hechos prescritos, pues había transcurrido el año que operaba como término de prescripción para ese entonces. 

FONDO. En el presente caso los hechos esbozados en la denuncia inicial adolecen de prueba idónea, para demostrar la comisión de conducta o actuación alguna constitutiva de falta disciplinaria. Lo que ha quedado demostrado es que entre las partes existió una relación profesional en cuanto al trámite de inscripción de la marca de ganado, empero no se ha determinado que el no completarse se deba a la inoperancia del abogado Quesada Castro. Se aportó a los autos una minuta de calificación de la solicitud de inscripción de marca de ganado, la que indicó la testigo Quesada explicó al denunciado y que le mencionó que debía de apersonarse nuevamente a la oficina a firmar la solicitud otra vez, gestión que no realizó el señor Hernández. En lo concerniente a la audiencia a la que no asistió el Licenciado Quesada Castro, existe una duda en cuanto a cual fue el acuerdo inicial entre el Licenciado y el quejoso. El señor Hernández manifiesta que el Licenciado afirmó no ser necesario su presencia en la audiencia, y el abogado indicó que lo pactado con el señor Hernández no fue un procedimiento administrativo disciplinario en contra del medico que supuestamente incurrió en la falta, puesto que el escrito que redactó fue en su carácter de amigo del denunciante y sin las formalidades de una denuncia y que lo que hizo fue únicamente plasmar por escrito las manifestaciones de señor Hernández pues éste quería hacer del conocimiento de las autoridades hospitalarias el asunto, mas no a manera de procedimiento sino como inconformidad, por lo que únicamente procedió a transcribir las manifestaciones del señor Hernández pero sin formalidad jurídica alguna y que lo único que realizó como abogado fue autenticar su firma. Existe duda en cuanto al cargo en el que el abogado Quesada autenticó el escrito de queja referido, puesto que el denunciante no respaldó la contratación con algún recibo de dinero o con testimonio o al menos con su confirmación en la comparecencia oral y privada, por lo que no existe certeza en cuanto a si verdaderamente se le contrató para el trámite procesal del asunto en sede administrativa, en cuanto a si se le pagó por ello.

POR TANTO:

Se ordena archivar el procedimiento de conformidad con el principio indubio pro administrado. 

5.24. Expediente: 486-02

Denunciado: Lic. Franklin Guerrero Machado 

Denunciante: De Oficio

La Dirección General de Migración y Extranjería informa que el Licenciado Franklin Guerrero Machado autenticó firmas falsas o no puestas en su presencia en siete boletas de solicitud de permiso de salida del país de menores de edad, las cuales fueron presentadas ante la Dirección General de Migración y Extranjería. 

El abogado Guerrero explica que los padres firmaron frente a él en su oficina y que las boletas que estaba viendo en Migración era para otros menesteres, pero no para autenticarlas puesto que ya estaban autenticadas. El Juzgado Penal dio crédito a esta versión, argumentando que si los menores hubiesen sido sacados sin autorización de los padres, estos habrían denunciado penalmente, además el Ministerio Público los entrevistó y éstos negaron la falsificación de sus firmas, por lo que podría ser que efectivamente los señores padres de los niños que eran pretendidos sacar del país, en su momento hubiesen firmado en presencia del abogado Guerrero y éste no estuviera autenticando firmas que desconocía en Migración. 

POR TANTO:

Se ordena archivar el procedimiento de conformidad con el principio indubio pro administrado. 

 

5.25. Expediente: 433-03

Denunciado: Lic. Johnny Artavia Castañeda  y Lic. Juan Carlos Arce Chavarría

Denunciante: De Oficio

De la Fiscalía de Golfito se informa que contra los abogados Johnny Artavia Castañeda y Juan Carlos Arce Chavarría se tramita causa penal, bajo la sumaria número 03-000434-455-PE, fundamentada en que ellos abusan de la administración de justicia para incapacitarse innecesariamente para dilatar los procesos judiciales, específicamente los tramitados bajo las sumarias 98-000524-455-PE y 03-000178-455-PE. 

En el caso de marras ha quedado debidamente comprobado que el 3 de septiembre de 2002 el Licenciado Johnny Artavia Castañeda solicitó la realización nuevamente de la audiencia preliminar en el proceso penal tramitado en su contra por el delito de Prevaricato y aportó el certificado médico respectivo, emitido por la Caja Costarricense del Seguro Social. En este proceso la contraparte solicitó en dos oportunidades el cambio de la audiencia preliminar. En cuanto a la otra causa penal, o sea la tramitada bajo la sumaria 98-000524-455-PE, queda demostrado que el 1 de marzo de 2002, el abogado Arce solicitó cambio de la vista ante la Sala Tercera, en razón de que para el día señalado tenía ya de previo programada otra audiencia judicial; el 8 de mayo de 2002 el abogado Arce solicita la reprogramación de la Vista ante la Sala Tercera argumentando su estado de salud y adjuntó el correspondiente dictamen médico emitido por el Dr. Brenes Durán; el 4 de julio de 2002 solicita el cambio de la Vista ante la Sala Tercera, argumentando su estado de salud, según se desprende de la constancia médica emitida al ser atendido por el Dr. Brenes Durán; en marzo de 2003 el Licenciado Arce solicitó cambio del señalamiento para debate, argumentando incapacidad de su defendido, lo que demostró mediante documento emitido por la Caja Costarricense de Seguro Social, al ser atendido por el Dr. Mendieta. Las constancias médicas no fueron cuestionadas por la Sala, que pudo, si dudaba de ellas, enviar al abogado a un examen en medicina forense para comprobar su impedimento para atender la diligencia judicial, empero no lo hizo en ese momento. 

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar su archivo.  

 
5.26. Expediente: 044-04

Denunciado: Lic. Rafael Gairaud Salazar.

Denunciante: Lic. Leonardo Crespi Zorino

Recurso de revocatoria contra el acuerdo 6.93 tomado en la sesión de Junta Directiva número 53-2004, el cual homologa el acuerdo conciliatorio

El fundamento del Licenciado Crespi es que el acuerdo que sostuvieron las partes según expediente 685-03  queda sujeto a que la señora Nuria quien no se encontraba en ese momento pague a su amiga Isabel ese dinero en esa forma, por lo que solicita que la presente denuncia quede en suspenso con el objeto de ver si la mencionada señora cumple con el pago.

El acuerdo es claro que el que se comprometió a pagar la suma de dos millones de colones fue el licenciado Crespi Zorino y no la señora Nuria Argüello Ramirez quien según consta en actas no estaba presente en la comparecencia y no consta ninguna aceptación de la señora Argüello Ramirez a pagar la suma arriba menciona a la señora Madrigal Corrales. El acuerdo entre las partes consistió en poner termino al diferendo que entre ambos mantienen en esta Fiscalía con ocasión del presente proceso, solicitaron el archivo del presente procedimiento y renunciaron recíprocamente a exigirse reclamo alguno por este caso y no quedó sujeto a que la señora Nuria Argüello Ramírez le cancelara la suma de dos millones de colones a la señora Isabel Madrigal Corrales. 

POR TANTO:

Se declara sin lugar el recurso de revocatoria y dar por agotada la vía administrativa.

 

5.27. Expediente Número: 039-05.

Denunciado: Lic. Roy González Guzman.

Denunciante: Yaneth Bustamante Trujillo.

La denuncia se fundamenta en que el Licenciado Roy González Guzman autenticó las firmas que aparecen en un contrato y posteriormente autenticó la contestación de la demanda laboral que la señora Bustamante Trujillo había presentado en contra de la señora Hellen Campos Sandoval en forma negativa, a pesar que al haber autenticado el contrató supra mencionado tuvo conocimiento que la señora Hellen Campos Sandoval era su jefa

El contrato aludido se refiere a un acuerdo entre la señora Campos Sandoval con otras tres personas sobre una sociedad de hecho para el manejo de un salón de belleza por lo que no se encuentra relación lógica para entender que el denunciado debía de conocer que la señora Campos Sandoval era la jefa de la denunciante y propietaria del negocio, por el contenido de dicho contrato el cual ni siquiera menciona a la denunciante. Nótese que el contrato establece que no hay relación laboral y que lo que existe es una sociedad de hecho entre esas partes, por lo que es una situación muy particular que no tiene relación con el asunto de la queja

POR TANTO:

Se rechaza de plano la denuncia y ordenar su archivo.  

 

5.28. Expediente 669-03

Denunciada: Licda. Miriam Aurora Benel Alama 

Denunciante: Dirección Nacional de Migración y Extranjeria 

La denuncia se fundamenta en que el señor Trujillo Jaime Cristhian presentó ante Migración una solicitud de permiso temporal de estudiante para realizar estudios en la Universidad Fidelitas, para lo cual aportó una carta de dicha universidad comprobando su condición de estudiante, en la cual la Licenciada Benel Alama autenticó la firma del señor Jesús Merino Serna, rector de la universidad supra mencionada cuando en dicho documento no consta la firma del señor Merino Serna sino un sello de tinta azul que simulaba su firma. 

No es de recibo el argumento de la denunciada en cuanto a que autenticó tanto el escrito original como la copia con el sello y que posteriormente este ultimo por error se presentó, debido a que si la denunciada por error autenticó un documento con un sello en lugar de la firma de puño y letra del señor Merino Serna, su deber era destruir ese documento y no como en el caso que hasta fue presentado al Departamento de permisos temporales y prorrogas de la Dirección Nacional de Migración.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar su archivo. 

 

5.29. Expediente número: 650-02

Denunciado: Lic. Luis Alonso Salazar Rodríguez 

Denunciante: Emilia Solís Díaz y Maria Matamoros Torre

Las partes en el presente procedimiento llegaron a un acuerdo conciliatorio.

POR TANTO:

Se homologa el acuerdo y ordenar su archivo.

 

5.30. Expediente Número: 092-04 

Denunciada: Licda. Liggia León Marín.

Denunciante: Lic. Olger Solís Hernández.

Denuncia el licenciado Olger Solís Hernández que en el Juzgado de Trabajo de San Carlos se tramita ordinario laboral bajo el expediente 02-300165-297-LA, en el que figuró como abogado director y apoderado especial de la parte actora, y la parte demandada designó como abogada directora y apoderada especial a la licenciada Liggia León Marín; que la licenciada León Marín en una especie de doble representación autenticó firmas de sus representados, sean de los adversarios de su cliente, en escritos presentados al despacho en que se solicitaba dar por terminado el proceso en cuanto a varios de los actores; que para cuando ello sucedió no se le habían cancelado ni garantizado satisfactoriamente sus honorarios.

Se acuerda declarar CON LUGAR la denuncia e imponerle a la licenciada Liggia León Marín la sanción disciplinaria de UN MES DE SUSPENSIÓN en el ejercicio de la profesión, pues se comprobó que intervino en el proceso que dirigía el denunciante en forma indebida al autenticar los escritos mediante los cuales los actores manifestaron haber llegado a un arreglo y desistían de la demanda, todo ello habiendo honorarios pendientes y sin pedir la liquidación de los mismos, pero debe tomarse en cuenta que ya cuatro, de los doce, actores y clientes del denunciante no debían honorarios. Fueron dos grupos de escritos base de la denuncia y en el primer grupo cuando el juzgado tuvo por desistida la demanda no hubo impugnación alguna a pesar de estar debidamente notificado, sino sólo para el segundo grupo, lo que revela que hubo cierta renuencia del denunciante a conciliar a pesar del pedimento de sus clientes. El monto depositado por la parte denunciada para conciliar al no haberse dado ello debe reintegrársele por medio de gestiones a cargo de la Fiscalía.

 
POR TANTO:

Se declara con lugar la denuncia y se acuerda imponer a la licenciada Liggia León Marín la sanción disciplinaria de un mes de suspensión en el ejercicio de la profesión

5.31. Expediente Número 349-03

Denunciado: Lic. Gerardo Velasco Avendaño

Denunciante: De oficio (Jefatura de Patentes, Municipalidad de San José)

Se denunció que ante el Departamento de Patentes de la Municipalidad de San José que ante esa dependencia se presentó solicitud de patente comercial de la empresa VISCOFAN INDUSTRIA NAVARRA DE ENVOLTURAS CELULOSICAS, S.A. cuya firma del representante es supuestamente del Lic. David Gutiérrez Swanson, pero que en una reunión sostenida con este, él manifestó que esa no era su firma, siendo que la anterior solicitud está autenticada por el licenciado Gerardo Velasco Avendaño; por estos hechos el Lic. Gutiérrez Swanson interpuso denuncia penal ante el Ministerio Público y esta terminó mediante una conciliación.

Se acuerda declarar DECLARAR CON LUGAR la denuncia e imponer la sanción disciplinaria de AMONESTACION al Lic. Gerardo Velasco Avendaño, pues se comprobó que la firma que autenticó no fue puesta en su presencia, y aunque haya habido conciliación ello no niega la existencia del hecho, pero se debe tomar en cuenta para la sanción.

 
POR TANTO:

Se declara con lugar la denuncia y se acuerda imponer la sanción disciplinaria de amonestación al Lic. Gerardo Velasco Avendaño

5.32. Expediente Número: 084-04 

Denunciado: Lic. Edgardo García Vargas.

Denunciante: Lic. Luis Fernando Gamboa Asch.

Denuncia el licenciado Luis Fernando Gamboa Asch que en el juicio ordinario civil de hacienda de Delgado Chaves, S.A., cuyo presidente es Oscar Delgado Chaves, contra el INVU bajo el expediente 85-812-179, atendió durante 18 años los intereses de su cliente, este proceso se ganó y se obtuvieron mas de 20 millones de colones por intereses; que con Delgado Chaves, S.A. realizó un contrato de cuota litis y este se modificó posteriormente; que su cliente acudió a otro abogado, el licenciado Edgardo García Vargas, quien le aconsejó a su cliente acerca de la validez del contrato y como resultado de las consultas su cliente presentó un escrito al Juzgado cuestionando el contrato; que ya depositados los veinte millones del dinero del INVU, el licenciado García Vargas autenticó dos escritos a don Oscar que se fecharon y presentaron el 28 de febrero del 2003, en el primero se solicitaba el giro de la suma dicha a favor de Delgado Chaves enteros sin respetar el porcentaje derivado del cuota litis, que el denunciado sabía existía, y que además para no ser enterado de este giro se presentó concomitantemente el otro escrito en que se revocaban sus poderes y se hacía señalamiento de otro fax para notificaciones; que él se enteró circunstancialmente y se vio obligado a gestionar y sólo ante la medida tomada por el despacho el licenciado García Vargas buscó negociar con él; que planteó incidente de cobro de honorarios por ¢5´500,000 colones de principal mas intereses y devaluación y ante esto su excliente presentó un escrito autenticado por el licenciado García Vargas solicitando se dispusieran cinco millones para los honorarios y se giraran los restantes quince millones, alo que accedió el juez pero el Tribunal Contencioso dispuso retener seis y medio de millones.

Se acuerda declarar SIN LUGAR LA EXCEPCION DE PRESCRIPCION que se reservara para el acto final, CON LUGAR la denuncia e imponerle al licenciado Edgardo García Vargas la sanción disciplinaria de TRES MESES DE SUSPENSIÓN en el ejercicio de la profesión, pues se comprobó que intervino en el proceso que dirigía el denunciante en forma indebida al autenticar los escritos mediante los cuales se solicitó el giro del dinero obtenido y se cambió el señalamiento para notificaciones, todo ello habiendo honorarios pendientes, independientemente del monto y si derivaban finalmente del contrato, y sin pedir la liquidación de los mismos ni buscar un acercamiento con el denunciante cuando el cliente de este acudió a él.

 
POR TANTO:

Se declara sin lugar la excepción de prescripción que se reservara para el acto final, con lugar la denuncia e imponerle al licenciado Edgardo García Vargas la sanción disciplinaria de tres meses de suspensión en el ejercicio de la profesión.

5.33. Expediente Número 598-02

Denunciado: Lic. Johanny Esquivel Hidalgo.

Denunciante: Carlos Gudiño Morales. 

Denunció el señor Gudiño Morales que su madre falleció el 25 de septiembre del 2000 y esta tenía unos dineros en el fondo de pensiones B N Vital; que aproximadamente quince días luego del fallecimiento acudió la Banco a realizar las gestiones parea retirar el dinero del fondo dicho en su condición de beneficiario y ahí se enteró que el señor Rafael Moncada López realizó varios retiros del dinero que le pertenecía a su madre con una supuesta autorización de su ella siendo la misma autenticada por el licenciado Johanny Esquivel Hidalgo; que él habló en una ocasión con el licenciado Esquivel Hidalgo y este le indicó que él había ido al Hospital Calderón Guardia a recoger la firma de su mamá y lo hizo en presencia del director médico de apellidos Hernández Castañeda, pero cuando consultó a este al respecto dijo no haber estado presente en la toma de esa firma y que nadie había solicitado su presencia en el acto; alega el denunciante que ya que conoce la firma de su madre desde hace cincuenta años puede afirmar que ninguna de las que aparecen en los documentos autenticados por el licenciado Esquivel Hidalgo son de ella.

Se acuerda declarar SIN LUGAR la denuncia y ordenar el ARCHIVO del expediente pues no se comprobó que la firma fuera falsa o no puesta en presencia del denunciado, inclusive hubo sumaria penal por estos hechos y ello tampoco fue posible determinarlo y se dicto sobreseimiento a favor de los imputados que eran el señor Moncada López y el denunciado.

 
POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

5.34. Expediente Número 688-03

Denunciado: Lic. German Araya Sánchez.

Denunciante: José Manuel Sandoval Villalobos.

Denuncia el señor Sandoval Villalobos que contrató al licenciado Araya Sánchez para la tramitación de un proceso sucesorio de su padre Pedro Sandoval Bolaños; que no se pactaron honorarios pero a la fecha de la denuncia se habían cancelado mas o menos ¢120,000 colones, indicándole el 7 de enero del 2000, cuando se dio el nombramiento del nuevo perito, que ya no le debían nada por ese concepto y que incluía la terminación del proceso con sus escrituras, debiendo los interesados pagar los planos y el perito que realizaría la valoración de la propiedad, siendo esto último un monto de ¢85,000 colones, mismos que le fueron entregados para que este se los cancelara al perito, lo que no hizo en su totalidad y así consta en las prevenciones que le ha hecho el juzgado siendo que el proceso no avanza hasta que se pague ese dinero; que al reclamarle al denunciado le dijo que le cancelaría al perito en los próximos días, pero que conversó con este y le dijo que el abogado le había hecho esperar mucho y al final no le pagó.

Se acuerda declarar SIN LUGAR la denuncia y ordenar el ARCHIVO del expediente pues no se comprobó que al denunciado se le diera toda la suma requerida, máxime que esta ya fue pagada por uno de los herederos recientemente, la suma que le dieron con ese propósito eran ¢55,000 colones y esta efectivamente fue entregada al perito; el denunciante confunde el dinero que le dieran al denunciado en 1995 también para el pago de honorarios de perito, suma que coincidentemente era de ¢30,000 colones, así que confunde una suma y otra y el reclamo que hace que ahora el peritaje haya aumentado obedece a la consecuencia lógica que con el paso del tiempo debe actualizarse tal prueba y así también se actualizan y en consecuencia se incrementan los honorarios de perito. De hecho los testigos tiene claro esto pero solo confunden un monto pagado y otro, pero por lo demás con claros en que la tardanza en la tramitación ha obedecido a problemas entre los herederos. De todas formas si se confronta el monto de honorarios fijado es acorde con la tabla dispuesta por el Consejo Superior del Poder Judicial. El otro cargo que quiere el denunciante introducir sobre el no aviso a los herederos de las resoluciones del proceso por parte del denunciado, no fue originalmente denunciado sino hasta la comparecencia así que no puede este tomarse en cuenta para la resolución, pero es indicativo que el denunciante nunca fue albacea y la albacea no tiene reclamo alguno en este sentido y conoció en su momento del avance del proceso, pero no así el denunciante aunque el mismo presenta las gestiones sobre las que dice no sabia nada.
POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente

 
5.35. Expediente Número 728-03

Denunciado: Lic. Allan Hidalgo Campos.

Denunciante: Lic. César Hines Céspedes.

Denuncia el licenciado César Hines Céspedes que el licenciado Hidalgo Campos es asesor legal de la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo Económico de la Vertiente Atlántica (JAPDEVA) y fue nombrado como miembro de un órgano director para investigar al sub-auditor de JAPDEVA, Alexander Hines Céspedes por tener título de licenciado en administración portuaria y no contador público, además por tener carro de uso discrecional y percibir pagos amparados en convención colectiva; que concluida la investigación, el licenciado Hidalgo Campos en sesión de Junta Directiva acuerda el despido del sub-auditor y señala a esta que esa recomendación cuenta con el aval de un magistrado de la Sala Constitucional y como es de todos conocido, por disposición legal, los jueces están impedidos legalmente de emitir criterios independientes a las resoluciones judiciales; que al efecto envió nota al Presidente de la Corte Suprema de Justicia respondiéndosele negativamente en cuanto al tema y se decía que no había habido conversación con el licenciado Soto Chavarría de parte de ninguno de los magistrados de la Sala Constitucional.

Se acuerda declarar SIN LUGAR la denuncia y ordenar el ARCHIVO del expediente pues lo primero que debe resaltarse es que el denunciado ya había terminado su cargo de órgano director y este lo ejerció en forma conjunta con otro abogado, así que técnicamente dado que el papel del órgano director en un procedimiento administrativo es sólo la instrucción, la presentación del informe respectivo y hasta una recomendación con este (pues nada lo impide, y así lo han dicho la Sala Constitucional y la Procuraduría General de la República), no es aceptable que el denunciado asistiera a la sesión de junta directiva que se denuncia como órgano director, pues además hubiera comparecido con el otro abogado también, sino que su asistencia allí fue porque la jefatura del departamento legal no pudo asistir a exponer el caso y el presidente de la Junta Directiva le pidió al denunciado que asistiera él para que explicara el informe y recomendación del órgano director. Es así como al denunciado no se podía entender que acudía como órgano director independientemente de la forma en que se consigna en el acta de la sesión en cuestión. Lo segundo que debe comentarse es que el informe y hasta recomendación del órgano director no es vinculante, la decisión final la toma la Junta Directiva y podía en todo momento apartarse de la recomendación, y de todas formas el asunto no se podía resolver hasta tener el dictamen favorable de la Contraloría General de la República, siendo todo esto advertido por el denunciado, quien es asesor de la Junta y en ese tanto debe su lealtad y diligencia a esta. Lo tercero es que la consulta que se quería hacer al licenciado Soto fue por iniciativa del presidente de la Junta y de hecho el licenciado Soto es también asesor y está dentro de sus funciones tal asesoramiento sobre todo porque se le contrató a raíz de la convención colectiva y para asesorar a ese respecto.

 
POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente.
5.36. Expediente Número 514-03

Denunciado: Lic. Luis Gerardo Tenorio Castro.

Denunciante: De Oficio.

Se denunció por parte del Juzgado Penal de Corredores que existía causa penal contra del denunciado por ejercicio ilegal de la profesión.

Se acuerda declarar SIN LUGAR la denuncia y ordenar el archivo del expediente en virtud de que nada se probó en esta sede y en sede penal se dictó un sobreseimiento definitivo a favor del denunciado.

 
POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente

5.37. Expediente Número 087-04

Denunciada: Licda. Carola Suárez Zúñiga.

Denunciante: Gerardo Arias Delgado.

Recurso de revocatoria interpuesto por Gerardo Arias Delgado en contra el acuerdo número 6.41 de la sesión ordinaria número 53-2004, celebrada el nueve de diciembre del dos mil cuatro mediante el cual se ordenó el archivo del expediente.

En sustento de su recurso alega el señor Arias Delgado que se consta como hecho probado que la objeción a la cuantía se planteó de forma irregular por parte de la licenciada Suárez Zúñiga, en detrimento de sus intereses; que la licenciada Suárez Zúñiga misma indica que se opuso a la cuantía pero por error involuntario no lo hizo por la vía correspondiente y esto evidencia un reconocimiento de la omisión y ello refleja que tenía conocimiento del proceso dentro de los términos legales para haber procedido correctamente.

Se acuerda declarar SIN LUGAR el recurso de revocatoria interpuesto y DAR POR AGOTADA LA VÍA ADMINISTRATIVA en virtud de que los alegatos no aportan elementos nuevos que hagan necesario variar lo resuelto y no es el alegato de sustento del recurso sino una reiteración de un punto ya resuelto y para sustento de este no hay prueba alguna que lo acredite en la forma que lo alega.

 

POR TANTO:

Se declara sin lugar sin lugar el recurso de revocatoria y se da por agotada la vía administrativa.

5.38. Expediente Número 774-03

Denunciado: Lic. Dagoberto Morales López.

Denunciante: María Isabel Fallas Mora.

Recurso de revocatoria interpuesto por María Isabel Fallas Mora en contra el acuerdo número 6.39 de la sesión ordinaria número 53-2004, celebrada el nueve de diciembre del dos mil cuatro, mediante el cual se ordenó el archivo del expediente.

En sustento de su recurso alega la señora Fallas Mora que es claro que los ¢50,000 colones depositados a la cuenta personal del licenciado Morales López el 11 de diciembre del 2002 era para cubrir gastos de su caso sobre la mala praxis; que nunca recibió notificación el 30 de octubre del 2002, sino que fue cuando se presentó en diciembre a los tribunales que se enteró que a partir de ese momento corrían los tres días de apelación y fue cuando contrató al licenciado Morales López; que ella nunca ha declarado que no tuviera conocimiento de un proceso judicial en que el abogado patrocinara y que no haya escuchado consejo alguno sobre una mala praxis.

Se acuerda declarar SIN LUGAR el recurso de revocatoria interpuesto y DAR POR AGOTADA LA VÍA ADMINISTRATIVA en virtud de que los alegatos de la denunciante contradicen la prueba que consta en autos, lo que ella manifiesta el testigo lo dijo sólo ante sus preguntas pero el testigo no lo tenia claro, esto es que el testigo sabia que el dinero depositado era para un traspaso, siendo que ese dinero se depositó el 11 de diciembre del 2002 y la denunciante fue notificada de la desestimación de la causa el 30 de octubre del 2002 y para apelar esto solo tenia tres días de tal forma que no guarda relación la fecha el pago con el plazo dicho salvo que hubiera contratado al denunciado y acordaran luego el pago, pero de esto no hay un solo elemento probatorio ni siquiera a manera de indicio unívoco como para concluir esto necesariamente, por lo que en conclusión no aporta el recurso nada nuevo y lo que alega no se probó.

 
POR TANTO:

Se declara sin lugar sin lugar el recurso de revocatoria y dar por agotada la vía administrativa.
5.39. Expediente Número 086-05 

Denunciado: Lic. Juan José Briceño Benavides.

Denunciante: Lic. Luis Diego de la Vega Campos Batista.

Denuncia el Lic. de la Vega Campos Batista que es apoderado especial de la licenciada María Cecilia Batista González dentro del ordinario laboral 03-003110-173-LA y en fecha 22 de junio del 2004 el licenciado Juan José Briceño Benavides firmó escrito como abogado y notario según se desprende del sello haciendo con ello entrar en error al Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía haciendo así uso indebido de la profesión configurando además esto delito y contraviniendo la normativa del Colegio, pues hizo suyas las potestades del Código Notarial pues para esa fecha no tenia la categoría de notario.

Se acuerda RECHAZAR DE PLANO la denuncia y ordenar el ARCHIVO del expediente pues debe tenerse en cuenta que el escrito está dirigido a una autoridad judicial a efecto de un pedimento o gestión en particular dentro de un expediente judicial, por lo que el denunciado actúa como abogado y no como notario pues evidente que no se trata de ninguna actividad de las encomendadas al notario en el Código Notarial, la autenticación inclusive para que sea como notario debe decirlo así expresamente tal y como lo ha fallado el Juzgado y Tribunal Notarial, por lo anterior no hace incurrir en error alguno a la autoridad judicial pues lo que interesa para la gestión que se denuncia como irregular es que el profesional sea abogado debidamente incorporado. Hasta por razones económicas y prácticas el sello puede contener la información que se denuncia y no es ello por si solo generador de responsabilidad disciplinaria como abogado siempre que no se desprenda de la gestión que se pretende engañar con este sello sobre la calidad profesional, ello dependerá de la gestión en particular. Es de recodarse que los profesionales en derecho al graduarse obtienen los grados académicos de licenciado en derecho y de notario público, siendo que el requisito de la especialidad en derecho notarial es exigible a partir del 22 de noviembre del 2003. En virtud de lo anterior, no cubre tal exigencia a todas aquellas personas que alcancen o hayan alcanzado el grado académico en la carrera de Derecho y se les haya extendido su respectivo título de abogado y notario público antes de esa fecha para tramitar su inscripción o autorización ante la Dirección Nacional de Notariado. El denunciado se incorporó el 29 de septiembre del 2003 y su título fue expedido por la UCR el 7 de agosto del 2003.

 
POR TANTO:

Se rechaza de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

5.40.  Expediente: 035-04 

Denunciado: Lic. Luis M. Serrano Mattey

Denunciante: Felipe Chin Hong

Refiere el quejoso que contrató al denunciado para la dirección de un proceso ordinario en contra del Estado para lo cual le canceló noventa mil colones de honorarios, asunto en el que se declaró la caducidad por inacción del abogado. Que el resultado del asunto se enteró por una llamada telefónica que le hizo la Procuraduría General de la República para que cancelara las costas a que había sido condenado, pagando la suma de ¢204.383,56 lo cual debió hacer para evitar el embargo de sus bienes.

Concluida la instrucción del asunto se determinó que el denunciante una vez que concluyó sus estudios universitarios en farmacia, fue seleccionado para el servicio social obligatorio de un año el cual inició en agosto del 1998. En enero de 1999 recurre a los servicios del denunciado para el establecimiento de un reclamo administrativo tendente al cese de dicho servicio, lo cual es denegado en vía administrativa, y una vez agotada ésta, con el mismo propósito en junio de este año se inicia proceso ordinario. Cuando se le da curso a la demanda se le llama para el pago del edicto correspondiente, manifiesta que ya no tiene interés (para entonces ya había concluido el servicio social obligatorio, objeto de la pretensión), y además se le informa de las consecuencias de no continuar con el proceso, precisamente la condenatoria del pago de las costas en caso de que fuera pedido por el Estado. Atendiendo al desinterés libremente manifestado por el quejoso, el denunciado no gestiona más, amén de que no podría instarse el curso del proceso mientras no se publicara el edicto. Por otro lado no demostró el denunciante que hubiere pagado honorarios al denunciado y que fuera llamado de la Procuraduría para que pagara las costas del proceso.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la queja y se ordena el archivo del expediente.

 

5.41. Expediente: 121-04

Denunciado: Lic. Mario Chacón Soto 

Denunciante: Rafael A. Conejo Valerio

Recurso de revocatoria interpuesto por el denunciado en contra del acto final mediante el cual se le impuso la corrección disciplinaria de tres meses de suspensión. 

Los alegatos del recurrente respecto al fondo del asunto, ya fueron analizados en el acto final, sin que ahora se aporte elemento nuevo ni se de argumento de peso que sirva para revocar el acuerdo impugnado. Subsidiariamente pide, que se le rebaje la sanción impuesta a un mes de suspensión que es el mínimo establecido para la falta atribuida, aduciendo en su favor que nunca antes ha sido sancionado. 

POR TANTO:

Se declara sin lugar el recurso en cuanto pretende la revocatoria del acto final el que se mantiene pero rebajando la sanción a un mes de suspensión. Se da por agotada la vía administrativa.

 

5.42. Expediente: 333-04 

Denunciado: Lic. Manuel Sanabria Elizondo

Denunciante: Héctor Varela Jiménez

El señor Varela Jiménez refiere que hace más de un año contrató al licenciado Sanabria para que le patrocinara en un asunto contra la Municipalidad de Pérez Zeledón, por un cierre de una calle pública, para lo cual le pagó cincuenta mil colones y le entregó cuatro planos catastrados. Que en enero del 2004 se presentó a su oficina para requerir informes, manifestándole que en quince días le informaría, volviendo el primero de marzo, ocasión en la que lo atendió de mala manera y no le dio la información requerida, concluyendo que no le ha realizado el trabajo encomendado.

El licenciado Sanabria acepta la contratación de los servicios y el pago de la suma de dinero indicada, así como el recibo de los planos. Rechaza el cargo de no haber hecho nada y de haber tratado mal a su cliente, respecto de lo cual informa que hechas las diligencias pertinentes en la Municipalidad y en el Catastro Nacional a fin de establecer la vialidad de alguna otra gestión, concluyó que la misma no es posible por falta de fundamentos, todo lo cual le ha explicado en reiteradas ocasiones al señor Varela.

A la comparecencia no se presentó prueba alguna; a la misma solamente se presentó el abogado denunciado, ocasión en lo que reinteró lo anterior, agregando que el dinero recibido debe quedar en pago de la labor efectuada. En estas condiciones solo se cuenta con la versión de ambas partes, condiciones en las cuales no se adquiere la certeza debida para determinar una falta.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la queja y se ordena el archivo del expediente.

 
5.43. Expediente: 363-04

Denunciado: Lic. Christian García Morales

Denunciante: Leonardo Pujols Guzmán

En su queja refiere el señor Pujols que contrató los servicios del denunciado para comprobar que él es el padre biológico de un menor, conviniendo en un precio de mil dólares, de lo cual se han pagado aproximadamente cuatrocientos setenta y cinco dólares. Tres meses después de la contratación el abogado no le ha hecho nada, aduciendo éste que espera el pago total convenido.

El denunciado rechaza los cargos. Alega que al denunciado le ha realizado una serie de servicios legales de consultoría, así como la atención de un proceso penal y otro asunto migratorio. Con respecto al asunto del menor a que alude el quejoso se ha hecho la gestión pertinente a través del Patronato Nacional de la Infancia. Que asimismo le ha suministrado al quejoso otros servicios de carácter personal, incluyendo un préstamo de dinero, siendo él quien más bien le debe.

Ninguno demostró su versión. No hay prueba del incumplimiento denunciado.
POR TANTO:

Se declara sin lugar la queja y ordenar el archivo del expediente.

 
5.44. Expediente: 372-04 

Denunciado: Licda. Kattia Valverde Arias 

Denunciante: Geovanni Montero Chacón

Se demostró que la licenciada Valverde Arias en representación de un cliente suyo actuó en la recepción de pruebas ante el Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Golfito, durante los días primero y dos de abril de mil novecientos noventa y cuatro, fechas en las cuales se encontraba suspendida para el ejercicio de la profesión, lo cual constituye una violación a lo dispuesto en la Ley Orgánica del Colegio de Abogados y el Código de Moral. La denunciada acepta el hecho alegando que no tenía conocimiento de la ejecución de la suspensión de que había sido objeto, empero se allana a la sanción que se le imponga.

POR TANTO:

Se declara con lugar la queja y se impone a la Licenciada Valverde Arias la corrección disciplinaria de un mes de suspensión.

 

5.45. Expediente: 379-04

Denunciado: Licda. Chiara Ortiz Apuy

Denunciante: Raúl Chavarría Picado

Denunció el señor Chavarría que habiendo tenido un accidente de tránsito como chofer del ICE, este le asignó como defensora a la licenciada Ortiz, quien lo asistió al debate, cuya sentencia lo fue en su contra la cual ella no apeló, ni se la comunicó oportunamente. Aparte de que ella le comunicó a la Dirección Integral de Riesgo de la Institución, que el accidente se debió a una conducta agresiva e imprudente suya (del quejoso).

La licenciada rechaza los cargos. Alega que ella como abogada de la Dirección Jurídica del ICE, está encargada de los accidentes en que se ven involucrados los choferes de la Institución, y en tal condición se le brindó la asesoría adecuada al denunciante, siendo diligente en todos sus actos. No apeló de la sentencia porque no tenía fundamentos para ello dada la contundencia de la prueba que respaldaba el fallo. Que es su obligación, una vez finalizado el proceso brindar un informe del resultado del mismo y de los pormenores del caso, procediendo fielmente en todos sus actos.

En el asunto de tránsito, efectivamente se tuvo por acreditado que la colisión en la que participó el denunciante se debió a una maniobra imprudente suya, cuando deliberadamente se pasó de carril interponiéndosele al vehículo del otro conductor quien no pudo evitar colisionarlo. Por lo demás, se aceptan como correctas las demás actuaciones de la denunciada.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la queja y ordenar el archivo del expediente.

 
5.46. Expediente: 383-04

Denunciado: Lic. Jorge Ortega Castro

Denunciante: Celso Gamboa Asch

El licenciado Gamboa Asch presentó queja en contra del Licenciado Ortega Castro, manifestando que el veintiocho de junio del dos mil cuatro, en horas de la mañana, el conserje del Tribunal Primero Civil de San José, en donde se desempeña como juez, le entregó un sobre, el que al abrirlo se encontró con una carta del licenciado Ortega Castro, la cual estima violatoria del Código de Ética Profesional, dado que en la misma el profesional denunciado le achaca que las sentencias que en turno le ha correspondido redactar, están “cargadas de una enfermiza y raquítica ironía”, conteniendo otras frases, tales como: “eso, licenciado Gamboa, resulta intolerable, no importa de quien venga ni donde se produzca”. 

El licenciado Ortega Castro en su escrito de contestación acepta la autoría de tal carta pero rechaza los cargos, lo que reiteró en la comparecencia oral y privada, acto en el cual opuso la excepción de incompetencia.

POR TANTO:

Se declara con lugar la excepción de incompetencia y se ordena el archivo del expediente.

 

5.47. Expediente: 528-04 

Denunciado: Licda. Magaly Mattus Gutiérrez 

Denunciante: De oficio.

El Juzgado Penal de Desamparados comunicó que separó de la defensa a la licenciada Mattus Gutiérrez en una causa en la que figuraba como defensora de uno de los imputados, al estimar que incurrió en abandono de la defensa al haber dejado de asistir a unas diligencias de reconocimiento y haberse opuesto a la práctica de las mismas. 

Por resolución posterior el Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, mantuvo como defensora a la licenciada Matus, quien continuó ejerciendo el cargo. Analizando el fondo del asunto se estima que no se da el abandono de la defensa propiamente dicha que es la falta denunciada, pues el imputado no ha quedado en estado de indefensión.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la queja y ordenar el archivo del expediente.

 

5.48. Expediente: 560-04

Denunciado: Lic. Freddy Ramírez Avendaño

Denunciante: Edgar Nieto Hurtado.

El quejoso presenta recurso de revocatoria contra la resolución que dispuso el rechazo de plano de la queja y el archivo del expediente.

El fundamento del rechazo contenido en la resolución recurrida, es que los hechos denunciados no son del campo disciplinario, habida cuenta que lo que se pretende es que el abogado honre una deuda que tiene con el quejoso.

POR TANTO:

Se declara sin lugar el recurso y se da por agotada la vía administrativa.

5.49. Expediente: 587-04 

Denunciado: Lic. Carlos González Mora

Denunciante: Dora Sánchez Rojas

Recurso de revocatoria en contra del rechazo de plano de la queja, acordado porque no corresponde a este órgano examinar la conducta del denunciado, habida cuenta de que el reproche que se le hace es por una actuación llevada a cabo en la condición de funcionario publico del denunciado.

POR TANTO:

Se declara sin lugar el recurso y dar por agotada la vía administrativa.

 

5.50. Expediente: 636-04

Denunciado: Licda. Gloria Valladares Montero y otra

Denunciante: Fayette Alfred Sims

Recurso de revocatoria contra el acuerdo 8.6 de la sesión ordinaria 03-05, mediante el cual se declaró inadmisible la queja por no haberse cumplido con una prevención hecha bajo el apercibimiento de archivo.

POR TANTO:

Se declara sin lugar el recurso y se da por agotada la vía administrativa. 

 
5.51. Expediente: 721-04

Denunciado: Lic. Rolando Dobles Montero

Denunciante: María Cecilia Umaña Chavez

Recurso de revocatoria contra el acuerdo 8.12 de la sesión ordinaria 03-05, mediante el cual se declaró la incompetencia por tratarse de faltas notariales las denunciadas.

No se ofrece ningún fundamento que de base para revocar el acto impugnado.

POR TANTO:

Se declara sin lugar el recurso y se da por agotada la vía administrativa.

 

5.52. Expediente: 024-05 

Denunciado: Lic. Mario Pacheco Carranza

Denunciante: Santiago Santiago Chepe

El quejoso refiere que el denunciado presentó un escrito al Concejo Municipal de Garabito pretendiendo hacerle creer que una sentencia no se encuentra firme, cuando si lo está, o goza de autoridad de cosa juzgada. Que asimismo ha obstaculizado el debido proceso auto denominándose asesor ad honoren del concejo Municipal, todo lo cual es un abuso y uso antisocial (sic) lo que está haciendo.

Indudablemente que la queja es a todas luces improcedente. Los hechos debe plantearlos el quejoso, si algún derecho le asiste, ante la propia Municipalidad combatiendo los argumentos dichos, o bien, agotada la vía administrativa en esa sede, recurrir a la vía Contencioso Administrativa.

POR TANTO:

Se rechaza de plano la queja y ordenar su archivo.

 

5.53. Expediente: 033-05 

Denunciado: Lic. Seidy Sánchez Salas

Denunciante: Guillermo Jiménez Chinchilla

Refiere el quejoso que labora en una oficina de trámites varios con diferentes instituciones, que como parte de esas labores necesitaba tramitar unos permisos de construcción para el arreglo de una pared de una propiedad colindante con el señor Víctor Delgado Brenes, a quien solicitó lo autorizara para realizar dicha labor, manifestándole el señor Delgado que de previo iba a consultar con su abogada, la aquí denunciada, quien luego lo llamó y de la conversación sostenida con ella dio por un hecho que el permiso le iba a ser otorgado, comprometiéndose así con sus clientes, pero luego no ha podido volver a comunicarse con la licenciada Sánchez, ocasionándole serias consecuencias económicas. 

Del análisis de lo anterior se llega a concluir que no hay falta que atribuirle a la denunciada, ya que ella se ha limitado a proteger los intereses de su cliente, el señor Delgado. NO ha sido contratada por el quejoso de manera que no le puede exigir ninguna contraprestación, sino que se trató de una petición para que intercediera ante su cliente, y si este no otorga el permiso pedido no es culpa de la abogada.

POR TANTO:

Se rechaza de plano la queja y ordenar su archivo.

 

5.54. Expediente: 038-05 

Denunciado: Lic. Edgar Barrantes Mora

Denunciante: Liseth Picado Solano

Refiere la denunciante que el 27 de setiembre del 2004 contrató los servicios del licenciado Barrantes Mora a efecto de que la defendiera en una causa penal, pagándole doscientos mil colones. Que el veintiséis de octubre debió contratar de emergencia a otro abogado, pues el denunciado no apeló la prisión preventiva acordada en su contra, que era la primera gestión a realizar, ni fue localizado posteriormente, con quien han tratado de comunicarse para que regrese los honorarios recibidos porque no hizo nada, aparte de aceptar el cargo. Aporta copias del expediente. 

Luego de un detenido estudio de las piezas aportadas por la propia quejosa, que son copias de la causa seguida en su contra, se llega a la conclusión de que a la gestionante no le asiste ninguna razón, pues sus aseveraciones están fuera de la realidad. Se constata: el 26 de setiembre del 2004 a la quejosa le es aplicada una medida de prisión preventiva por el plazo de tres meses. Al día siguiente designa como su defensor al licenciado Barrantes Mora, cargo que en el mismo acto este acepta. En escrito del 30-9-04 el Licenciado Barrantes apela la prisión preventiva, recurso que es admitido. El 21-10-04 se le notifica la confirmación de la medida. En escrito del 27-10-04 el licenciado Barrantes propone y gestiona la recepción de prueba en favor de la quejosa . Al día siguiente la señora Picado Solano hace la sustitución del defensor Barrantes Mora, designando en su lugar a otro abogado.

Se aprecia que las actuaciones del denunciado en el tiempo que duró su ejercicio (un mes exacto) son las que podían esperarse; el hecho de que en algún momento la cliente hubiera perdido contacto con él, por si solo no es motivo para la aplicación del régimen disciplinario, pues la gestión debe apreciarse en toda su extensión. Es muy posible que el hecho de guardar prisión, haya desesperado a la quejosa, lo que se evidencia con la contratación de otro abogado sin esperar resultados de la gestión del licenciado Barrantes. Se llega a concluir entonces que no se aprecia que el denunciado haya incurrido en falta de diligencia alguna. 

POR TANTO:

Se rechaza de plano la queja y ordenar su archivo.

 

5.55. Expediente: 063-05

Denunciado: Lic. Alejandro Vargas Alfaro

Denunciante: De oficio.

El Juzgado de Violencia Doméstica del II Circuito Judicial de San José, envía copia de una denuncia presentada ante el Consejo Superior del Poder Judicial para la aplicación del régimen disciplinario al denunciado por haber producido frases irrespetuosas o injuriosas en contra de dicha autoridad.

No se puede abrir proceso aquí por los mismos hechos por dos razones: primero porque el competente para conocer de dichos hechos es precisamente el Consejo Superior, y segundo porque de hacerse se violaría el principio nom bis idem.

POR TANTO:

Se rechaza de plano la queja y ordenar su archivo.

 

5.56. Expediente número 780-03

Denunciado: Lic. Otto Patiño Chacón

Denunciante: Tropigás de Costa Rica S.A.

En escrito presentado el 10 de febrero del año en curso, el licenciado Patiño Chacón alega una nulidad genérica, exponiendo: Que se le siguieron dos procedimientos disciplinarios por denuncias de las empresas Gas Zeta S.A. Tropigás de Costa Rica, S.A, (expedientes 689-03 y 780-03 respectivamente) asuntos en los cuales por acuerdos de la sesión del 29 de julio del 2004, se le impusieron sendas sanciones de seis y cuatro meses de suspensión por su orden. Que contra las mismas interpuso Recurso de Revocatoria, siendo que ambos escritos los rotuló con el número 689-03, lo que provocó que no se tomara en cuenta el recurso de este asunto y quedara la sentencia firme, con lo que se violó el debido proceso. 

Resolviendo tal gestión cabe destacar: 1) el número de expediente resulta ser un dato indispensable que permite la ubicación del asunto al que pertenece la gestión que se realice. Si la parte no consigna correctamente el número del expediente, corre el riesgo de que el escrito no surta los efectos deseados, de lo cual, posteriormente no puede venir a culpar a la Administración, pues en esto se impone el principio de que nadie puede sacar provecho de su propio error. 2) el error no pudo ser advertido en tiempo por las siguientes razones: a) el expediente 689-03 (número con que el gestionante rotuló el escrito del presente, se votó en la en la misma sesión de Junta; b) ambos procesos devienen del ejercicio profesional que el Licenciado Patiño realizó para dos empresas que tienen como común denominador la distribución de GAS (Gas Nacional Zeta y Tropigás de Costa Rica, S.A.) y las dos pertenecen al GRUPO MIGUEL ZARAGOZA FUENTES; c) en ambos asuntos el licenciado Patiño centró su defensa y sus alegatos en contratos de terminación laboral y de servicios profesionales y sus finiquitos, suscritos por Noel E. Bustillos Delgado como representante de “ZETA INTERNACIONAL, S.A”; d) presentó la misma prueba en los dos asuntos. 3) Al analizar el recurso presentado para el expediente 689-03, se hizo alusión a lo considerado en el acto final de este, lo que fácilmente permitía al Lic. Patiño advertir en tiempo el error en que había hecho incurrir a la Administración. 4) Indica que de la suspensión de este asunto se vino a dar cuenta por una publicación realizada en el periódico La Nación, pero pensó que se trataba del otro asunto. Resulta que se publicó (para información al público) en La Nación y el Diario Extra el 15-11-04 consignándose claramente que son 4 meses y pertenece al expediente 780-03. Para eficacia del acto, la sanción se publicó en La Gaceta el 19 de octubre del 2004.

POR TANTO:

Se rechaza la gestión de nulidad porque estamos ante un acto ejecutado con lo que se dio por agotada la vía administrativa. 

 

 

5.57. Expediente:  711-04 
Denunciada: Lic. Juan Carlos Chaves Alvarado.  

Denunciante: Mario Hidalgo Miranda.-

Para considerar la apertura del presente procedimiento se le previno al denunciante que aclarara, precisara y ampliara la denuncia en el sentido de precisar las supuestas faltas en las que incurrió el abogado. Se otorgo un plazo de diez días hábiles para que aportara la información y transcurrido el plazo no se contestó la prevención.

POR TANTO:

Se declara inadmisible la denuncia y se ordena el archivo del expediente.

 
5.58. Expediente:  515-04 

Denunciado: Lic. Jorge Mario Marin Barquero.  

Denunciante: Eduardo Biollley Santamaria.-

La parte denunciada interpone recurso de apelación en contra del auto de inicio, en el cuál no se han aportado elementos probatorios ni argumentos que hagan necesario variar la resolución que se recurre. El auto ha sido dictado conforme a derecho, por lo que no se encuentran vicios que lo hagan devenir en nulos. 

POR TANTO:

Se declara sin lugar el recurso y se ordena continuar con el procedimiento.
5.59. Expediente:  522-04 
Denunciado: Lic. Dagoberto Mata Herrera.  

Denunciante: Tatiana Bonilla Steinvorth.-

La parte denunciada interpone recurso de apelación en contra del auto de inicio, en el cuál no se han aportado elementos probatorios ni argumentos que hagan necesario variar la resolución que se recurre. El auto ha sido dictado conforme a derecho, por lo que no se encuentran vicios que lo hagan devenir en nulos. 

POR TANTO:

Se declara sin lugar el recurso y se ordena continuar con el procedimiento.
 

 

5.60. Expediente:  244-04 
Denunciado:  Lic. José Alfaro Jiménez.   

Denunciante:  José Primitivo Leon Steller.-

Las partes en aras de restablecer la paz social llegaron a una conciliación y solicitaron el archivo del expediente. 

POR TANTO:

Se homologa el acuerdo conciliatorio y archivar el expediente.

5.61. Expediente:  720-04 

Denunciado:  Lic. José Ramón Zúñiga Picado.   

Denunciante:  Rodrigo Monge Lizano.-

Las partes en aras de restablecer la paz social llegaron a una conciliación y solicitaron el archivo del expediente. 

POR TANTO:

Se homologa el acuerdo conciliatorio y archivar el expediente.

5.62. Expediente:  763-04 

Denunciado:  Lic. Rcardo Acuña Campos.  

Denunciante  Reyna Epifania Meléndez.-

El denunciante desistió de sus denuncias y solicitaron el archivo del expediente. Por lo tanto se acuerda acoger el desistimiento al haberse hecho conforme a derecho. 

POR TANTO:

Se acoge el desistimiento al haberse hecho conforme a derecho y ordenar el archivo del expediente. 
5.63. Expediente:  047-05 

Denunciado:  Licda. Guiza Pinchiski Binderoski.  

Denunciante  José Guillén Valverde.-

El denunciante desistió de sus denuncias y solicitaron el archivo del expediente. Por lo tanto se acuerda acoger el desistimiento al haberse hecho conforme a derecho. 

POR TANTO:

Acoger el desistimiento al haberse hecho conforme a derecho y ordenar el archivo del expediente. 

5.64. Expediente:  060-05

Denunciado:  Lic. Roberto Madrigal Chavarría.  

Denunciante: Norma Chaves Monge.-

El denunciante desistió de sus denuncias y solicitaron el archivo del expediente. Por lo tanto se acuerda acoger el desistimiento al haberse hecho conforme a derecho. 

POR TANTO:

Acoger el desistimiento al haberse hecho conforme a derecho y ordenar el archivo del expediente. 

5.65. El Lic. Gilberto Corella Quesada procede a hacer entrega de un certificado de agradecimiento a los abogados de la Fiscalía por el trabajo que se practicó en la redacción del nuevo Código de Deberes Morales y Jurídicos del Colegio de Abogados.

ARTICULO 6) INFORMES DE LOS SEÑORES DIRECTIVOS
6.1. Informe de la señora Tesorera, Licda. Rocío Cerdas Quesada.

6.1.1. La Licda. Rocío Cerdas Quesada manifiesta que hace aproximadamente seis u ocho meses el Tribunal Registral Administrativo del Registro Público, emitió un criterio en el sentido de que los poderes especiales que se estaban utilizando para las inscripciones de propiedad intelectual, todo lo relacionado con marcas, ya no se iban a utilizar más pues el Tribunal Registral Administrativo dictó una resolución en la que indicaba que a partir de esa fecha era necesario poder especial en escritura pública, con lo cual, en ese momento hay gran cantidad de marcas en proceso de inscripción paralizadas en el Registro Público.

Este asunto se lo comentó al representante del Colegio de Abogados ante el Registro Público y él lo llevó al seno de la Junta Administradora del Registro Público que aunque no tiene injerencia sobre las resoluciones que dicta el Tribunal Registral Administrativo, debía conocer el problema que tendría el Registro a raíz de dicha resolución. Se trató de solventar la situación pero no se pudo por lo que hubo que hacer un proyecto de ley que es el 15.617 que originalmente se denominó “Interpretación de la Ley de Marcas y otros signos distintivos”, posteriormente se le cambió el nombre a “Interpretación Auténtica del Artículo 1256 del Código Civil”.

Este Proyecto de Ley hace una interpretación auténtica de los alcances del artículo 1256 del Código Civil a efecto de que en tratándose de marcas, el Registro no requiera que el poder conferido venga en escritura pública. A este proyecto de ley se le dio trámite en la Asamblea Legislativa y la Comisión de Asuntos Jurídicos integrada por doña Laura Chinchilla, doña Ruth Montoya, don Carlos Ricardo Benavides, don José Miguel Corrales, don Federico Malavassi, doña Emilia María Rodríguez, don Ricardo Toledo, doña Gloria Valerín y don Gerardo Villanueva, emitió un Dictamen Afirmativo de mayoría a favor del mismo. 

Don Gilberto ya conocía este proyecto así como el ICODEN se manifestó a favor, el representante del Colegio de Abogados ante la Junta Administradora del Registro Nacional llevó el asunto al seno de la Junta Administradora, se comisionó a la señora Ministra para que hiciera las investigaciones del caso y ahora que ya el proyecto está para ser conocido en una Comisión con Potestad Legislativa Plena en la Asamblea Legislativa resulta que el Poder Ejecutivo no lo desea apoyar por cuanto el Colegio de Abogados emitió un criterio en contra de este proyecto de ley. 

A raíz de esto se convocó una reunión para el 1 de marzo con la Vicepresidenta de la República, Linneth Saborío, donde va a asistir el Lic. Gilberto Corella Quesada y la Lic. Cerdas acompañados de algunos de los Diputados integrantes de la Comisión de Asuntos Jurídicos, del Vicepresidente del ICODEN, Lic. Marco Antonio Jiménez.

La administración del Colegio hizo una investigación a efecto de identificar si alguno de sus organos había emitido criterio en torno a este Dictamen Legislativo y no se encontró ninguno. En virtud de lo anterior, la Licda. Cerdas reparte el proyecto de Ley a los integrantes de la Junta Directiva para que se proceda a su estudio y valoración. 

Los señores directivos deliberan sobre el tema y aprueban la propuesta de doña Rocío y pasan a conocer sobre el fondo del Proyecto de Ley.

SE ACUERDA: 

a.- Realizar una excitativa a la Asamblea Legislativa para que sea analizado y aprobado el expediente 15.617 relacionado con la “Interpretación Auténtica del Artículo 1256 del Código Civil”.
b.- El Colegio de Abogados apoya en todos sus extremos el proyecto de ley “Interpretación Auténtica del Artículo 1256 del Código Civil”, en función de que viene a hacer una interpretación armónica de este numeral y solventa un gran problema que tienen gran cantidad de agremiados ante el Registro de la Propiedad Industrial.

ACUERDO FIRME.

6.1.2. La Licda. Rocío Cerdas Quesada expresa que la Comisión de Seguridad Social y algunos asesores de seguros, fueron a una reunión que le solicitaron al Presidente Ejecutivo del INS. Don Luis Javier Guier los recibió con su gerente, su equipo asesor y todos los directores de departamento. En la reunión se les expuso que el Colegio es un cliente muy fuerte y que no debería tener un trato como cualquier otro, se les habló de los dineros que se pagan y la disconformidad con puntos muy específicos. El Presidente Ejecutivo se manifestó con una actitud de total apertura no solamente al servicio sino con una disposición amplia de revisar todas las pólizas del Colegio y tratar en la medida de lo posible de mejorar las condiciones, para eso se comisionó a dos directores de departamento y este lunes que viene se van a reunir con la Comisión de Seguridad Social. 

Estima que es el paso que necesitaban y es muy importante. Aprovechó la ocasión y les pidió colaboración para la Semana del Abogado, pues el año pasado no dieron esas facilidades y aceptaron su propuesta.

Señala que están muy satisfechos del resultado de esa reunión y para todo el gremio pueden salir cosas importantes.

El Lic. Gilberto Corella Quesada expresa que en la Comisión se les había asesorado sobre la importancia de levantar una encuesta para saber que era el producto que querían los abogados(as), con el fin de ver cómo se puede cambiar el producto y puedan tener en vez de dos pólizas, una sola que sea gastos médicos con algunos componentes, tener un solo producto. Recibieron una apertura muy grande, y lograron negociar la colaboración para la semana del Abogado y que ellos paguen el costo de la encuesta que se va a realizar a nivel de todo el país que tiene un costo cercano a los siete millones de colones.

Los señores directivos felicitan a la Comisión de Seguridad Social por los avances logrados.
6.2. Informe del señor Vicepresidente, Lic. Alejandro López Mc Adam.

6.2.1. El Lic. Alejandro López Mc Adam expresa que el día de hoy se reunió la Comisión que va a trabajar en el Congreso Jurídico Nacional del 2005, junto personal del Colegio la MSc. Rosaura Matarrita Baccá y el Lic. Kerry Ramírez, para dar ideas generales de lo que se pretende realizar y empezar a tomar conciencia de la responsabilidad que tienen, así como informarles sobre posibles temas para ser discutidos en el Congreso. Agradece se le hagan llegar sugerencias sobre el tema del Congreso Jurídico. Algunas de los temas que surgieron para discutir son los siguientes:

Plan Fiscal

Reformas al Código Penal

Financiamiento de los Partidos Políticos

Reformas electorales

Reformas al Poder Judicial

Oralidad

Ética en la función pública

Bioética

Dignidad del ser humano

Derecho Agrario y Derecho Ambiental

Expresa que esos son algunos de los temas que tienen hasta el momento y agradecería que para la próxima semana le den ideas sobre lo que podría discutirse en el Congreso.

También analizaron posible metodología y están en la mayor disposición de escuchar las opiniones de la Junta Directiva para ver cuál es la mejor forma para hacerlo.

El último Congreso de hace dos años se hizo en la última semana de noviembre y le parece adecuada esa fecha, porque sería como la culminación de la labor de la presidencia de don Gilberto Corella Quesada. Se debe establecer si les conviene esa fecha o una fecha antes, porque hay que evaluar si se va a hacer un taller antes o un precongreso, mesas redondas y buscar una metodología que sea sencilla, que no se compliquen demasiado.

La memoria del Congreso anterior ya está casi finalizada y la entregarán en el mes de marzo en la incorporación. Lo ideal sería que la Junta Directiva terminara su período con la memoria de este Congreso concluida, por eso entre más próximo tengan el tema es más fácil fijar una fecha más cercana para la realización de este Congreso.

Los señores directivos analizan un poco el tema anterior y deciden postergar la toma de alguna decisión para la próxima sesión.

6.3. Informe de la señora Secretaria, MSc. Grettel Ortiz Alvarez.

6.3.1. Expresa la MSc. Grettel Ortiz Alvarez que le llegó una carta sobre una solicitud de préstamo que les hace el Lic. Valentín Barrantes Ramírez, para que el Colegio de Abogados preste el Auditorio Pablo Casafont para la presentación de un Coro que se llama Café Chorale. Ellos van para una gira a Alemania, tienen muy buenos antecedentes, incluso enviaron los atestados y lo que han tenido como experiencia, además van a invitar a representantes del Cuerpo Diplomático y a personalidades relevantes del país. Ellos pretenden que el Colegio facilite las instalaciones y se encargarían de brindar la recepción final, y presentar coyunturalmente al Colegio como auspiciador del concierto. 

Además solicita la posibilidad de que el Colegio les facilite una ayuda económica para financiar el viaje a Alemania. Lo que se desconoce en este momento es cuánto es el monto de la entrada que ellos van a cobrar para ver si esto no riñe con los fines que se tienen en el Colegio. Estas organizaciones carecen de presupuesto y ayuda, tienen que ver como hacen para conseguir los fondos para representar a Costa Rica en eventos internacionales. La idea es que esta presentación se haga antes de la gira que inicia del 02 al 22 de mayo. Lo anterior lo somete a consulta de la Junta Directiva para ver si autorizan a su persona en conjunto con el Lic. José Luis Meneses Rímola, para que determinen la posibilidad de prestar el auditorio para los efectos que ellos quieren.

El Lic. Gilberto Corella Quesada expresa que en Junta Administradora tienen establecidos criterios para estos préstamos en el sentido de que toda actividad de carácter académico sin fines de lucro no tiene costo, por lo que se debe valorar si se puede ubicar el préstamo gratuito.

La Licda. Rocío Cerdas Quesada indica que eso sería cambiar una regla que tiene Junta Administradora. Por otro lado hoy se estuvo valorando en Junta Administradora la posibilidad de que el Colegio continúe trabajando con los principios de la ley de Contratación Administrativa, que está totalmente ligada a si los ingresos son fundamentalmente públicos o privados, y les contaba don José Luis que por unos centavos lograron pasar a tener un mayor porcentaje de ingresos privados, entonces hoy se analizó el hecho de replantearse el concepto de alquiler de las instalaciones, porque si hay un abogado de por medio si se presta, y aún así se cobra el depósito y el alquiler. De hoy en quince días van a retomar ese tema a partir del informe sobre los costos de las instalaciones, para ver si se cambia con posterioridad. Con relación al tema de doña Grettel para ese tipo de actividades donde hay lucro de por medio independientemente de los fines, siempre se cobra, por lo que llevar una ruptura de criterio en ese sentido se debe fundamentar muy bien para no quebrar las directrices de Junta Administradora.

Los señores directivos le sugieren a la MSc. Grettel Ortiz Alvarez que presente un documentos sobre cuál es la intención del cobro, que fundamente la petición y que se remita a la Junta Administradora para su aprobación.
6.4. Informe del señor Prosecretario, Lic. Ramiro Salvador Arauz Montero.

6.4.1. Informa el Lic. Ramiro Salvador Arauz Montero que el día de hoy los recibieron en la Comisión de Usuarios del Poder Judicial tanto a don Daniel como a su persona. Les habían encomendado hacer una exposición sobre la atención al público. 

Se hizo una separación de lo que es la atención al público en sí y lo que es la atención al abogado (a). Ahí tuvieron la participación de los diferentes exponentes de la Comisión y estuvieron muy satisfechos de lo que se les dijo. 

En la conclusión que se expuso, según un muestreo breve que se hizo, la atención al público no es deficiente, porque se confunde la atención prioritaria que se le da al usuario con la no aplicación de la justicia pronta y cumplida que ellos llaman. Por ejemplo se presenta un usuario público común y corriente a un despacho y se le atiende, pero cuando se le da el expediente se da cuenta que no se lo han resuelto por lo que se molesta por el servicio, y esa dualidad que hay ahí se debe separar muy bien, porque una cosa es la atención al público y otra es que no se le haya resuelto según sus pretensiones o se le resuelva según cuando quiera. Lo anterior es una breve reseña de que se deben separar las dos cosas. En las recomendaciones preliminares que presentó, hechas las aclaraciones correspondientes en cuanto a la atención propiamente al público, que no se confundiera la cuestión de justicia pronta y cumplida sino la atención pura y simple, ahí entre otras cosas se deben de eliminar los biombos y poner una ventanilla para esos efectos. Se atreven a decir entre otras cosas lo que se puede implementar, una de ellas es motivar al personal para que labore como se hace en la empresa privada, para ello hay que mentalizarlos que todos deben trabajar bajo los principios que rigen en la empresa privada, que es eficiencia, efectividad y utilidad, y que adquieran un sentimiento de funcionarios al servicios del público, se debe designar un responsable en cada despacho que esté monitoreando cómo se está desarrollando la atención en el mostrador, este funcionario será el responsable de atención al público, para ello debe tener la autoridad suficiente para indicarle a cualquiera de los funcionarios que dejen lo que están haciendo y atiendan al público, es decir se debe modernizar como cualquier empresa, es necesario entre otras cosas volver a hacer una encuesta para determinar los principales problemas al momento de atender al público, con ello se podrá determinar si el problema es de personas o de otro tipo como localización de expedientes, base de datos, etc. También sería importante escuchar lo que piensan los auxiliares, es decir las fallas que ellos pueden percibir y las posibles soluciones, poner afiches, tipo de guía en al usuario, por ejemplo requisitos para localizar un expediente, cómo exhibir cédula de identidad, ventanilla para atención de abogados, personas mayores, etc. También estuvieron comentando la exigencia de la identificación en la entrega de documentos en el II Circuito especialmente de la cédula. Lamentablemente una propuesta en ese sentido de la Comisión fue desestimada, aún así se pidió una revisión porque aparentemente hay un conflicto con un artículo de la Ley Orgánica del Registro Civil, en el pronunciamiento que dio don Luis Paulino Mora, dice que “él entiende que art. 5 de la Ley orgánica del Registro Civil es donde viene establecido y le parece que no tendrían posibilidad de revisar esto si es incumplimiento de una ley, si es cierto que en algunos casos cuando un grupo grande de personas entrega documentos esto causa un problema, pero no ve que haya ninguna posibilidad de que dispongan en sentido contrario, eventualmente lo que se podría hacer es instruir a las personas que reciben documentos que cuando se trate de personas que ellos conocen no le exijan la identificación del caso y así aligerar un poco el procedimiento, pero le parece que más que eso no se podría hacer.”

Agrega el Lic. Ramiro Salvador Arauz Montero que este artículo 5 se va a analizar por parte de dos compañeros de la Comisión, pues la ley es para todos o para ninguno. También se analizó el aspecto de cuando son menores, que ya hay un pronunciamiento donde denegaron una solicitud en tal sentido pero la van a revisar, porque se ha llegado a la conclusión de que la simple observación de esa norma está creando un mayor perjuicio al sistema y al usuario en general.

Otro asunto que se tocó son los juzgados laborales, pues aparentemente se está haciendo un uso indebido de la facultad que se estableció con relación a las acciones que pretenden los trabajadores, porque se ha comprobado que la mayoría de los casos llegan con su abogado (a) y a pura acta le están estableciendo toda su acción, y el espíritu de esa concesión no fue ese, sino proteger al que verdaderamente no tiene recursos para contratar un abogado, aparte de que viene siendo una especie de analogía porque si usted tiene la capacidad de llevar una abogado no es lógico que se consignen asuntos en actas. La gente se queja por las largas filas y algunas personas están estableciendo demandas y todo lo que se tarda. En términos generales, el sistema aunque está dando pasos muy importantes para adaptarse a los tiempos modernos se ha quedado atrás, y hasta cierto punto se está aplicando una metodología de aquellas en que el tiempo era un valor libre no económico como ahora. Ahí se habló por ejemplo de que se hace una notificación, no se aportan los documentos correspondientes y entonces se debe ir al despacho a ver el documento, etc.

Están muy satisfechos de la labor del Colegio, y él les dijo que están en la mejor disposición de coadyuvar con ellos. Estuvieron muy satisfechos con el planteamiento, lo discutieron, abundaron porque son cosas generales y tanto el Lic. Vargas como el Lic. Rucavado sostuvieron planteamientos de apoyo y la metodología para implementar encuestas y llegar a dictaminar que es lo que está pasando. 

Otra cosa que quedó constando es el seudopoder, y a los funcionarios desde que les dan el trabajo es un poder, intrínsecamente se sienten con esa arma y del otro lado del mostrador deben quedarse callados. Eso les llevó a recomendar una especie como reeducación en la inteligencia de que el servidor judicial poco a poco vaya siendo enseñado y que adquiera conciencia que es un servidor. 

También se presentó un pequeño trabajo filosófico sobre el tema y oportunamente se hará llegar a la Junta Directiva.
AL SER LAS VEINTIUN HORAS CUARENTE MINUTOS SE RETIRAN DE LA SALA DE SESIONES LA MSc. GRETTEL ORTIZ ALVAREZ, LICDA. ROCÍO CERDAS QUESADA Y LICDA. CRUZ MARÍA CALVO CUADRA.

6.5. Informe del señor Presidente, Lic. Gilberto Corella Quesada.

6.5.1. El Lic. Gilberto Corella Quesada expresa que de conformidad con el convenio del Colegio con la Universidad de Costa Rica se están haciendo foros sobre la reforma al Poder Judicial, se hará uno por mes y el primero fue este martes, donde asistieron doña Yolanda Mora, don Abel Jiménez, don Paul Rueda y su persona. Dos de los temas más importantes que se analizaron ahí y que son importantes de desarrollar en el Poder Judicial son: la calidad humana, y hay quejas que están planteando en el II Circuito sobre todo con la seguridad privada, y resulta que las seguridades en estas instituciones como el Poder Judicial tienen que ser propias, tienen otro concepto, otra formación, otra visión de lo que se tiene que dar como servicio. El otro tema es la Escuela Judicial, piensa que lo denominaron en el proyecto de reformas al Poder Judicial sobre el rostro humano de la justicia, ahí es un bando que tiene mucho problema.

6.5.2. El Lic. Gilberto Corella Quesada desea señalar sobre todo para los directivos que recién ingresan, porque le comentaron que uno de los directores de esta Junta Directiva gestionó para que el video vim se prestará, y hay una disposición ya reglada de que el video vim no se presta, porque solo el bombillo cuesta $750, de tal suerte que en esas cosas hay que tener cuidado para saber qué directrices se han trazado en beneficio del patrimonio del Colegio, para no insistir ante un funcionario que eventualmente se preocupa y se angustia porque hay una petición de un director en ese sentido.
6.5.3. Expresa el señor Presidente que el sábado pasado en San Carlos se inauguró la oficina del Colegio de Abogados en esa sede, ya se nombró la persona que va a estar ahí y se está escogiendo todo el equipo que ocupan para la oficina. Hicieron una actividad de informaciones posesorias con un juez agrarista, Lic. Carlos Picado, asistieron 28 personas de toda la zona y les dio un informe de todo lo que se está haciendo en la Junta Directiva y todos los proyectos de trabajo, y están muy satisfechos con la actitud del Colegio y el apoyo que les están dando. 
También en Grecia ya tienen el local, se tienen las ofertas para la contratación de la persona que se va a ubicar ahí, se tiene un fax y teléfono, y estiman que a mediados de marzo con una actividad de don Gerardo Parajeles se puede hacer la inauguración.
6.5.4. En el Colegio de Abogados se hizo el levantamiento de una base de datos de personas que interesadas en participar como árbitros, se levantó esa lista y él ha ido haciendo los nombramientos de modo rotativo. Eso es una disposición propia de la Junta Directiva de conformidad con lo establecido en la Ley de Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social, pero la idea es que la Junta Directiva lo autorice a él en su condición de Presidente que proceda a hacer los nombramientos de árbitro en las solicitudes de mediación que se hagan. Esta ley establece la posibilidad de que el Colegio de Abogados designe árbitros cuando las partes sujetas a un arbitraje disputen sus diferencias. La solicitud es analizada por el Departamento Legal en cuanto al cumplimiento de los requisitos legales y posteriormente se remite a la presidencia para la designación del abogado que fungirá como árbitro; en algunos casos la designación es urgente y además por la índole del proceso arbitral se debe ser lo más expedito posible. Por esta razón es importante que la Junta Directiva autorice a la presidencia del Colegio de Abogados para que designe a quienes cumplan como árbitros, siempre que se encuentren en la lista que para tal efecto tiene el Colegio de Abogados.

Los señores directivos aprueban la propuesta de don Gilberto.

SE ACUERDA: 

Autorizar al Lic. Gilberto Corella Quesada en su calidad de Presidente del Colegio de Abogados, para que proceda a designar rotativamente a quienes cumplan como árbitros, siempre que se encuentren en la lista que para tal efecto tiene el Colegio de Abogados, en las solicitudes de mediación que se hagan al Colegio de Abogados.

6.5.5. El Lic. Gilberto Corella Quesada informa que el día de mañana se realizará una Conferencia de Violencia, Magnitud, Causas y Alternativas Ciudadanas” de 8:30 a 10:00 de la mañana en Pavas, por lo que extiende la invitación a los directivos que puedan asistir.
6.5.6. El Lic. Gilberto Corella Quesada expresa que la Licda. Liliana Salas Salazar, Presidenta de la Comisión con Potestad Legislativa Plena Segunda, mediante correo electrónico manifiesta que dicha comisión tiene para su estudio y discusión el proyecto “Ley para la inspección y regulación de los centros docentes privados”, expediente 15646, y está solicitando el criterio del Colegio de Abogados al respecto.

SE ACUERDA: 

Encomendar a la MSc. Grettel Ortiz Alvarez y al Lic. Wilfred Arce Salas para que analicen el proyecto “Ley para la inspección y regulación de los centros docentes privados”, expediente 15.646.

AL SER LAS VEINTIUN HORAS CUARENTA Y OCHO MINUTOS SE RETIRA DE LA SALA DE SESIONES EL LIC. ALEJANDRO LÓPEZ MC ADAM.
6.6. Informe de la señora Fiscal, Licda. Sonia María Arias Gutiérrez.

6.6.1. La Licda. Sonia María Arias Gutiérrez manifiesta que hace días está analizando un asunto y ha hecho consultas a algunos especialistas en materia de administración pública, porque cuando presentan una denuncia a la Fiscalía y estudian el expediente, si el hecho que fundamenta la denuncia está prescrito, de una vez se puede rechazar de oficio la denuncia porque el hecho está prescrito. Los abogados de la Fiscalía dicen que la Ley de Administración Pública es un poco omisa en ese sentido porque ellos también se basan un poco en el Código de procedimientos. A la consulta realizada al MSc. Iván Salas Leitón, comentó que perfectamente se podía hacer porque la Ley de Administración Pública y los principios generales dicen que todo lo que sea preadministrado de una vez es mejor, así se ahorran el trabajo, y la persona no va a venir a declarar porque lo declararon de oficio porque ya está prescrito. Por otro lado le preguntó al MSc. Christian Hess y tampoco le ve ningún problema, tomando en cuenta los principios generales del derecho y los procedimientos de celeridad y economía procesal se puede aplicar, pero sería una práctica con base a eso, parece que si se puede hacer.

El Lic. Gilberto Corella Quesada manifiesta que existe una disposición de la Sala Constitucional en el sentido de que la prescripción tiene que ser por solicitud expresa de las partes. La prescripción es un derecho renunciable, pero si se hace de oficio lo que se hace es advertir a las partes sobre la existencia de esa situación para puedan abarcar ese escenario. El tema se debe analizar con más cuidado antes de aplicarlo, le recomienda a doña Sonia que haga un estudio sobre esta situación para que la Junta Directiva lo analice.

6.7. Informe del señor Vocal IV, Lic. José Daniel Alvarado Bonilla.

6.7.1. Manifiesta el Lic. Alvarado Bonilla que con relación a la reunión en la Comisión de Usuarios del Poder Judicial, ya el Lic. Ramiro Salvador Arauz Montero ha hecho una exposición bastante completa de lo que allí ocurrió, sin embargo desea agregar que los miembros de la Comisión quedaron muy satisfechos de que el Colegio nombrara a dos representantes, porque según manifestó doña Lena, eso mostraba el interés del Colegio en coadyuvar con tan importante Comisión, y que ojalá que pudieran seguir asistiendo los dos a estás reuniones, y en la medida de lo posible así se hará.
6.8. Informe del señor Vocal II, Lic. Miguel Román Díaz.

6.8.1. El Lic. Miguel Román Díaz desea agradecer a la Licda. Seidy Azofeifa y a la señora Rosario Monney por su diligencia y eficiencia, para remitir el acuerdo del nombramiento de su persona ante la Federación de Colegios Profesionales, porque eso le permitió participar ayer en la reunión y lo pudieron juramentar. 

En el contexto de esa reunión se nombró a la Dra. Mercedes Hernández para el puesto del Comité Ejecutivo por el área de Ciencias Biológicas y de la Salud, además de eso hay un reglamento de la Federación que está en trámite en el Poder Ejecutivo, según lo que entiende debe salir como un decreto ejecutivo, en virtud de que la Ley de la Federación data de los años 70 y es requisito fundamental para que sea eficaz y válida.

6.8.2. Informa que a partir de la próxima semana inician las lecciones en la Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica, y por más que hizo el esfuerzo para ver si era posible variar el horario no se pudo y va tener que llegar tarde a las sesiones, por lo que ofrece de previo las excusas por las llegadas tardías.

ARTICULO 7) INFORMES DEL DIRECTOR EJECUTIVO
7.1. Informa el Lic. José Luis Meneses Rímola que el 17 de febrero del año en curso fue enviada a la Federación de Colegios Profesionales la lista de la base de datos del Colegio debidamente certificada de manera que ya eso está entregado.

7.2. Expresa el Director Ejecutivo que en el acta anterior se nombró una comisión integrada por la Licda. Rocío Cerdas Quesada, Lic. Miguel Román Díaz y don Gilberto, para analizar el tema de la Certificación y la creación de un registro de especialidades, doña Rocío lo planteó en Junta Administradora y don Adonay Arrieta manifestó estar muy interesado en cooperar con esa comisión, lo informa para que la Junta Directiva esté enterada.

El Lic. Gilberto Corella Quesada expresa que con las personas que están integrando esta comisión es suficiente para desarrollar una buena labor, por lo que le agradece a don Adonay su intención.
7.3. El Lic. José Luis Meneses Rímola expresa que el Lic. Ricardo Monge Araya, carné 241, hizo una donación a la biblioteca de toda su colección de libros, son 103 ejemplares. En este caso la bibliotecaria indica que es un material que está en muy buenas condiciones y que viene a enriquecer la biblioteca del Colegio. Le enviaron una carta de agradecimiento.

El Lic. Gilberto Corella Quesada expresa que el agradecimiento se le debe dar personalmente, por lo que se le puede invitar a una cena con la Junta Directiva, o si tiene una edad muy avanzada se le hace la visita en su casa de habitación. Le solicita al Lic. José Luis Meneses Rímola que se encargue de hacer el contacto necesario.

SE ACUERDA: 

Comisionar al Lic. José Luis Meneses Rímola para que contacte al Lic. Ricardo Monge Araya y lo invite a una cena con la Junta Directiva, o en su defecto averigüe la dirección para hacerle una visita y darle el agradecimiento personalmente por la donación de libros a la biblioteca del Colegio.

ARTICULO 8) LA SIGUIENTE LISTA DE QUEJAS NUEVAS SE TRASLADA A LA FISCALÍA POR PARTE DE LA SECRETARIA.

1. Expediente Nº 108-05

Denunciado: Lic. Roberto Montero Poltronieri

Código: 2692

Denunciante: De Oficio,

Fecha de Ingreso: 18 de febrero de 2005

Folios: 2

Copias: 5

2. Expediente Nº 109-05

Denunciado: Lic. Gerardo Mora Zúñiga

Código:  9647

Denunciante: Ronald Córdoba Artavia

Fecha de Ingreso: 22 de febrero de 2005

Folios: 3

Copias: 9

3. Expediente Nº 110-05

Denunciado: Lic. Jovino Brenes Álvarez

Código:  10621

Denunciante: De Oficio, Juzgado Penal II Circuito

Fecha de Ingreso:  22 de Febrero de 2005

Folios: 1

Copias: 233

4. Expediente Nº 111-05

Denunciado: Lic. Francisco Morera Alfaro

Código:  1325

Denunciante: Juan Félix Campos Sánchez

Fecha de Ingreso:  22 de febrero de 2005

Folios: 3

Copias: 1

5. Expediente Nº 112-05

Denunciado: Lic. Olman Alvarado Cervantes

Código:  4436

Denunciante: De Oficio, Juzgado Penal San Ramón

Fecha de Ingreso: 22 de febrero de 2005

Folios: 1

Copias: 

6. Expediente Nº 113-05

Denunciado: Lic. Raúl Álvarez Muñoz

Código:  1623

Denunciante: Mery Vargas Calderón

Fecha de Ingreso: 25 de febrero de 2005

Folios: 2

Copias: 4

SE LEVANTA LA SESIÓN A LAS VEINTIDOS HORAS.
_______________________________
 _______________________________

Lic. Gilberto Corella Quesada    MSc. Grettel Ortiz Alvarez        

         Presidente         

    Secretario 

